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Incremento	de	la	temperatura	en	el	mundo.

Los océanos se calientan. Los 700 metros superiores de los océanos mues-
tran un aumento de 0.302 grados Fahrenheit, 0.01 °C, desde 1969.

Las placas de hielo disminuyen. Las placas de Groenlandia y la Antártida han 
disminuido en masa, igual que su extensión y grosor.

Retroceso de glaciares. Los glaciares en todo el mundo se están perdiendo, 
como en los Alpes, Himalaya, Andes, Alaska, África y en otros lugares.

Eventos meteorológicos extremos. La cantidad de eventos de temperatu-
ras extremas de calor han aumentado, mientras que los eventos de extremo 
frío han disminuido desde 1950.

Acidificación de los océanos. Las aguas superficiales de los océanos han au-
mentado su acidificación en un 30% como resultado de la absorción del 
CO2 atmosférico.

Además de las anteriores, se presenta aceleración de la evapotranspiración, 
disminución de las precipitaciones medias anuales en determinadas regio-
nes como la Mediterránea, Asia Central, Sur África y Australia, salinización 
de las fuentes de agua por el incremento del nivel del mar y alteración de 
la capacidad de retención de líquido en suelos y acuíferos (IPCC, 2001)169.

169	 IPCC,	por	sus	siglas	en	inglés.	Por	otra	parte,	entre	los	sistemas	naturales	más	vulnerables	se	encuentran	los	glaciares,	
las	barreras	de	coral,	manglares, bosques boreales y tropicales, ecosistemas	polares	y	de	alta	montaña,	entre	otros.	Los	
efectos	de	los	cambios	en	estos	ecosistemas	darían	como	resultado	una	gran	pérdida	de	biodiversidad	existente.
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5.1.2. MITIGACIÓN DE IMPACTOS DEL CAMBIO CLIMÁTICO

La mitigación de los impactos del calentamiento global se ha abordado des-
de dos posibilidades: 

Disminución de las emisiones de gases efecto invernadero: Para lograr este 
objetivo se han contemplado diferentes acciones en los siguientes instru-
mentos:

Agenda 21. Establece planes de acción, estrategias integradas y programas 
detallados orientados a frenar y revertir los efectos de la degradación am-
biental y promover el desarrollo adecuado y sustentable en todos los países.

Declaración de Río. Determina la cooperación entre los Estados para lograr 
acuerdos en las leyes y principios que promuevan el desarrollo sustentable. 

La Convención Marco sobre Cambio Climático de las Naciones Unidas (FCCC). 
Su objetivo es estabilizar los gases invernadero en la atmósfera, lo que pre-
vendría una peligrosa interferencia antrópica en el sistema climático. 

Protocolo de Kyoto (1997). Establece obligaciones fijas a los países industria-
lizados para reducir la emisión de gases de efecto invernadero.

Conferencias de Cambio Climático de las Naciones Unidas. Eventos anuales 
para determinar los avances en el tema del cambio climático; se iniciaron 
en 1995.

La adaptación al cambio climático: La mitigación por sí sola no es suficiente; 
por lo tanto, es necesario contar con estrategias de adaptación, especial-
mente para los países en desarrollo afectados desproporcionadamente por 
sus efectos y poniendo en riesgo su progreso económico y su seguridad 
alimentaria. 

El Panel Intergubernamental de Cambio Climático (IPCC) (2014, AR5), defi-
ne adaptación al cambio climático como “un proceso de ajustes al clima y sus 
efectos actuales o esperados. En sistemas humanos, adaptación busca moderar o 
evitar impactos negativos o aprovechar los efectos beneficiosos. En algunos siste-
mas naturales, intervenciones del hombre podrían facilitar los ajustes al lima y sus 
efectos esperados”, estos ayudan a la resiliencia de los ecosistemas170.

170	 Resiliencia	se	define	como	la	capacidad	de	los	sistemas	sociales,	económicos	y	ambientales	para	hacer	frente	
a	un	evento	o	tendencia	o	perturbación	peligrosa,	respondiendo	o	reorganizándose	de	manera	que	man-
tengan	su	función	esencial,	la	identidad	y	estructura,	al	tiempo	que	se	mantiene	la	capacidad	de	adaptación,	
aprendizaje	y	transformación. 



 

1755.1.3. EVIDENCIAS DEL CAMBIO CLIMÁTICO EN EL PAÍS

En Colombia, como en el resto del mundo, se evidencia la tendencia cre-
ciente en la frecuencia e intensidad de los eventos meteorológicos extre-
mos171 y se considera probable que las altas temperaturas, olas de calor y 
fuertes precipitaciones, continuarán siendo más frecuentes en el futuro, lo 
que puede ser desastroso para la humanidad (IPCC, 2013), porque pone en 
riesgo la seguridad alimentaria (agricultura, pesca, etc.), el equilibrio ecosis-
témico, la biodiversidad y los ecosistemas estratégicos (humedales, man-
glares, arrecifes de coral, bosques, entre otros).

El agua es uno de los elementos más críticos cuando se habla de cambio 
climático, debido a que no solo preocupa su escasez, sino también su abun-
dancia incontrolada, en razón a la capacidad de los sistemas hídricos para 
conservar y mantener su régimen hidrológico actual ante las posibles alte-
raciones climáticas172. Algunos sistemas naturales son más vulnerables que 
otros173, debido a su limitada capacidad de adaptación, lo cual repercute en 
que sufran daños más severos e irreparables174. El IDEAM estima que para 
el año 2050, de seguir con la tendencia, se dará la desaparición del 80% 
del área glaciar del país y la degradación del 60% de los páramos175, lo que 
tendrá importantes implicaciones globales, si consideramos que la mayor 
biodiversidad de páramos del mundo se encuentra en Colombia.

Los sistemas naturales más vulnerables a los cambios climáticos en el país 
son los glaciares, las barreras de coral, los manglares, los bosques tropicales 
y ecosistemas de alta montaña. Se prevén posibles desplazamientos de las 
unidades bioclimáticas176 actuales al cambiar el patrón del clima, se estima 
que el 23% de las coberturas vegetales de Colombia se verían afectadas, las 
zonas de vida existentes en la actualidad pasarían a tener condiciones bio-

171	 De	acuerdo	a	la	3ª	Comunicación	de	Cambio	Climático	Colombia	(2015),	los	eventos	climáticos	extremos	
pueden	causar:	(1).	Inundaciones	y	encharcamientos;	(2).	Deslizamientos;	(3).	Hundimientos;	(4).	Sequías;	(5).	
Heladas;	(6).	Incendios	Forestales;	(7).	Vendavales;	(8).	Olas	de	frío	y	calor	y	(9).	Granizadas.	Eventos	catas-
tróficos	como	inundaciones,	deslizamientos,	ciclones,	incendios	forestales	(IPCC,	2001a).

172	 MAVDT. “Primera Comunicación Nacional ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático”.	2001.	Pág.	49.	Documento	electrónico.

173	 El	 IPCC	define	 la	vulnerabilidad	como “La propensión o predisposición a verse afectados de manera adversa” 
e	indica	que	abarca	una	variedad	de	conceptos	y	elementos,	incluyendo	la	sensibilidad	o	susceptibilidad	al	
daño	y	la	falta	de	capacidad	para	hacer	frente	al	cambio	climático	y	adaptarse	(IPCC,	2014).

174 “Climate Change 2001: Impacts, Adaptation and Vulnerability”.	2008.	Consulta	electrónica.
175	 http://www.cebem.org/cmsfiles/publicaciones/adaptacionalcccolombia.pdf.
176	 Las	unidades	bioclimáticas	son	entendidas	como	las	zonas	climáticas	con	diferentes	tipos	de	cobertura	vege-

tal.	Bosque	seco,	bosque	húmedo	tropical,	bosque	andino,	páramo,	tierras	perpetuas,	etc.
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climáticas con características de las zonas de vida inmediatamente menos 
húmedas y con desplazamientos a alturas mayores sobre el nivel de mar177. 

Asimismo, se espera que una tercera parte de las zonas que actualmente se 
dedican a los agrosistemas en el país se pueden ver afectadas por el cambio 
climático. Según los reportes, los agrosistemas de la zona andina son los 
más vulnerables en un 47% de su extensión178.

En el documento “Nuevos escenarios de cambio climático para Colombia 
2011-2100” y en otros estudios179, se reflejan los cambios más representa-
tivos que se han manifestado en el país180: 

La temperatura media superficial presenta una tendencia al aumento entre 
0.5 °C y 1.3 °C en el periodo 1971-2010, siendo el más caluroso el último 
decenio y el año más caliente 1998, con un promedio en la temperatura 
media nacional de 23.74 °C.

El comportamiento de la temperatura media en el país está muy relacio-
nado con la ocurrencia de los fenómenos de El Niño181 y de La Niña182. Es 
así que cuando el fenómeno de El Niño es fuerte, se presentan notables 
incrementos en la temperatura media anual en el país. 

De los diez años más calientes durante el periodo 1960-2011, ocho estu-
vieron bajo la influencia de El Niño (los años con menores precipitaciones 
en el país en este mismo periodo fueron: 1997, 1992, 1991, 1976 y 1977), 
mientras que cuando se presentaron los fenómenos de La Niña, las tem-
peraturas medias en el país disminuyeron también en forma notoria; los 
años más fríos en el país, durante el periodo 1995 a 2011, estuvieron bajo 
la influencia de este fenómeno (1996, 1999, 2000, 2008, 2010 y 2011), 

177	 MAVDT. “Primera Comunicación Nacional ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático”.	2001. Pág.	49.	Documento	electrónico.

178	 	Ibídem.	
179	 	Benavides	et	al.,	2011;	Benavides	y	Rocha,	2012;	Ruiz	et	al.,	2012.
180	 IDEAM,	PNUD,	MADS,	DNP,	CANCILLERÍA.	2015.	Nuevos	Escenarios	de	Cambio	Climático	para	Colombia	

2011-2100.	Herramientas	Científicas	para	la	Toma	de	Decisiones	-	Enfoque	Nacional	-	Departamental:	Ter-
cera	Comunicación	Nacional	de	Cambio	Climático.	ISBN	978-958-8902-55-5.

181	 El	Niño	se	origina	por	el	desplazamiento	de	las	aguas	cálidas	desde	Indonesia	hacia	el	Centro	del	Pacífico	
Tropical,	resultado	del	relajamiento	de	los	Vientos	Alisios.	En	Colombia	se	expresa	con	la	reducción	de	las	
lluvias	y	el	aumento	de	temperatura.	

182	 La	Niña	es	el	fortalecimiento	de	la	circulación	normal	océano-atmósfera,	transportando	aguas	frías	desde	
la	Costa	Suramericana	hacia	el	Centro	del	Pacífico	Tropical	por	el	fortalecimiento	de	los	Vientos	Alisios.	En	
Colombia	se	expresa	como	el	aumento	de	las	lluvias	y	reducción	de	la	temperatura.	



 

177siendo los años más lluviosos el 2010, que ocupa el primer lugar, seguido 
del 2011, 1999, 2008 y 1984.

En el país se identifican seis áreas glaciares o nevados con una tendencia 
a la desaparición. Según los reportes del IDEAM, los actuales glaciares co-
lombianos han perdido, desde el año 1850, un 80% de su área, y de conti-
nuar esta tendencia desaparecerán en un futuro próximo183.

El aumento de las áreas en proceso de desertificación y las sequías. A partir 
del modelo de desertificación en Colombia, referido en la Primera Comu-
nicación Nacional, las tierras afectadas totalizan 4’828.875 ha, correspon-
dientes a 4,1% del territorio nacional. En 0,6% del territorio, el proceso 
alcanza niveles extremos de gravedad y de insostenibilidad, mientras que 
en el 1,9% los niveles son moderados y en el restante 1,4% son leves184. 
Además, Colombia tiene una superficie adicional de 3’576,068 ha. (3,1% 
del territorio nacional) susceptibles a este proceso. 

5.1.4. CAUSAS DEL CAMBIO CLIMÁTICO EN COLOMBIA

Las emisiones totales de CO2 medidas en gramos equivalentes de dióxido 
de carbono [CO2 eq]185 para los años 1990 y 1994 fueron de 129.368,4 
y 149.867,8, respectivamente; para el año 2000 fueron de 177.575,35 y 
180.008,18 para el 2004, lo cual indica un aumento progresivo en los nive-
les de CO2 eq emitidos en el país186. Estos valores representan menos del 
0.5% de las emisiones mundiales, de acuerdo con las cifras establecidas en 
el último estudio disponible a nivel nacional. 

De acuerdo con la información reportada en el inventario nacional de gases 
efecto invernadero (INGEI) para los años 2000 y 2004, mediante el cual se 

183	 MAVDT. “Primera Comunicación Nacional ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático”.	2001.	Pág.	52.	Documento	electrónico.

184	 MAVDT. “Primera Comunicación Nacional ante la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático”. 2001.	Pág.	54.	Documento	electrónico.

185	 Debido	a	 la	variabilidad	existente	entre	 las	actividades	radiactivas	de	los	diferentes	GEI	y	sus	tiempos	de	
residencia	atmosférica,	es	necesario	hacer	la	conversión	de	las	emisiones	de	cada	uno	de	los	GEI	en	unidades	
de	CO2	equivalentes	(CO2	eq),	lo	cual	permite	integrar	los	efectos	de	las	emisiones	de	varios	gases	con	el	
fin	de	ser	comparados.	En	la	Tabla	2.1	Potencial	de	calentamiento	global	en	unidades	de	CO2	eq	para	los	
diferentes	GEI.	En	el “Inventario Nacional de Emisiones de Gases Efecto Invernadero (INGEI) para los años 2000 
y 2004”, se	reportan	los	resultados	globales	para	la	totalidad	de	los	GEI	en	unidades	de	CO2	eq	usando	los	
potenciales	de	calentamiento	global	(GWP)	para	un	horizonte	de	100	años	contenidos	en	el “1995 IPCC Se-
cond Assessment Report (IPCC 1996)”. Disponible	en:	http://www.Ideam.gov.co/documents/40860/219937/
2%C2%AA+Comunicaci%C3%B3n+Cap%C3%ADtulo+2.pdf/81b221d1-1823-4a0b-adbd-d8b85f1b846c.	

186	 Inventario	nacional	de	emisiones	de	gases	efecto	invernadero	(INGEI)	para	los	años	2000	y	2004.	Disponible	
[En	Línea].	
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clasificaron cinco módulos: 1. Energía, 2. Procesos industriales, 3. Agricul-
tura, 4. Uso de la tierra, cambio en el uso de la tierra y silvicultura (USCUSS), 
y 5. Tratamiento de residuos, y donde además se categorizaron las fuentes 
y sumideros de gases efecto invernadero, se puede inferir que el módulo 
Energía, el cual contiene las emisiones derivadas de la minería de carbón, 
representó en el año 2000 el 36,89% de participación respecto a las emi-
siones totales de gases efecto invernadero (GEI) en el país (177.575,35 CO2 
eq). Por su parte, la minería de carbón representó el 1.85%, equivalente a 
65.507,35 de CO2 eq. 

La siguiente imagen ilustra las emisiones totales de GEI en CO2 eq por mó-
dulo para Colombia, donde se evidencia que en los cuatro años referidos 
anteriormente: 1990, 1994, 2000 y 2004, la mayor incidencia la presentan 
los módulos Agricultura y Energía. 

 

Figura 2.2 Emisiones totales GEI en CO2  eq por módulo.
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Fuente:	Inventario	Nacional	de	gases	efecto	invernadero:	2000	y	2004.	Documento	En	Línea.	

Impactos de la minería en el cambio climático

La minería lleva intrínseco impactos ambientales que no se pueden evitar 
y que por lo general tienen una alta incidencia sobre el entorno natural. 
Sin embargo, los instrumentos de control y manejo ambiental se emplean 
para mitigar esos impactos y disminuir el nivel de afectación. Desafortu-



 

179nadamente, más de la mitad de la minería que se hace en el país está sin 
ningún tipo de control y por fuera del marco legal, incumpliendo cualquier 
exigencia ambiental. La minería ilegal (actividad que no cuenta ni con un 
Plan de Trabajo y Obras –PTO–, ni mucho menos con la respectiva Licencia 
Ambiental), no se desarrolla de manera responsable, segura, limpia y con-
trolada, incrementando el grado de vulnerabilidad ante un evento natural 
(por ejemplo: inundaciones y remoción en masa) producto de la variabilidad 
climática, al punto de ocasionar la pérdida de vidas humanas, tal como ocu-
rrió en la zona rural de Riosucio, Caldas, en mayo de 2015.

La Defensoría del Pueblo ha evidenciado que la explotación minera sin con-
trol afecta la mayor parte de los sistemas naturales, la fauna, la flora, los 
cuerpos de agua, el aire y los suelos, modificando en su totalidad las con-
diciones normales de vida de la población y su entorno natural; asimismo, 
aumenta la vulnerabilidad de los ecosistemas, ante la variabilidad climática 
y el cambio climático. 

Es inminente el incremento de los procesos de desertificación, considera-
dos los efectos futuros del cambio climático y la presión antrópica al so-
meter los suelos a procesos de agricultura intensiva y a la explotación de 
hidrocarburos y minería, ello sin mediar tecnologías que mitiguen los im-
pactos ambientales en suelos, aguas, fauna, vegetación y aire187.

Emisiones atmosféricas

La minería produce emisiones a la atmósfera, tanto sólidas: polvo en las 
voladuras, carga y transporte, como gases que pueden ser: i) gases de com-
bustión de la maquinaria del proceso minero (combustión de hidrocarbu-
ros: gasolina y diésel); ii) gases liberados durante el proceso de extracción 
(CO2 y CO y el grisú, mezcla altamente explosiva de metano y aire); iii) gases 
provenientes de las voladuras y iv) gases de los procesos de la actividad 
minera (COx, NOx, SOx SO2). También se emiten aerosoles que usualmente 
están cargados en compuestos que puedan tener riesgo ambiental y que 
son emitidos durante la explotación en los procesos de hidrometalurgia 
(sulfúrico para la extracción de cobre y cianuro para la extracción del oro)188. 

187	 	Ibídem.	
188	 http://www.uclm.es/users/higueras/MAM/MMAM2.htm.
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Tala y deforestación

La actividad minera sin control deforesta de manera irresponsable los bos-
ques naturales y demás ecosistemas estratégicos, ya sea para extraer el mi-
neral, lo cual implica la remoción de la cobertura vegetal o para aprovechar 
la madera para el apalancamiento de las minas, lo que reduce en el país 
drásticamente los sumideros de carbono o de CO2, que ayudan a mitigar el 
calentamiento global.

La deforestación y su consecuente degradación (la combustión de la ma-
teria orgánica) son la segunda causa de la emisión de Gases Efecto Inver-
nadero (GEI); a nivel mundial, en la minería sin control se presenta un 17% 
de tala indiscriminada de especies. El 52.5% de la superficie continental del 
país, 59´816.403 ha, está cubierta de bosques189, los cuales están amena-
zados por altas tasas de deforestación190.

La superficie de bosque natural en Colombia con respecto a la superficie 
total del país ha venido disminuyendo desde 1990 de manera gradual, 
con valores correspondientes a 56.4%, en 2010 hasta 56% y en 2012 a 
52.6%191. En el periodo 1990-2010 se estimó en 310 ha/año192, reducién-
dose paulatinamente en los siguientes periodos: 2005-2010, donde se re-
gistraron 238.273 ha perdidas por año193; durante el periodo 2011-2012 la 
tasa de deforestación fue de 147.946 ha194 y en el año 2013 la pérdida de 
bosque natural fue de 120.933 ha195. Los departamentos de Caquetá, Meta 
y Antioquia tienen el 52,7% del territorio que ha perdido bosques. 

La ampliación de la frontera agrícola, la minería, los incendios forestales y 
la explotación maderera son las principales causas de la deforestación196. El 
IDEAM identificó la expansión de ganadería, de frentes de colonización, de 

189	 IDEAM,	2013.	Mediante	 el	 procesamiento	de	300	 imágenes	de	 satélite,	 investigadores	 colombianos	del	
IDEAM	actualizaron	el	área	de	bosque	del	país.

190	 Intergovernmental	Panel	on	Climate	Change	-	IPPC	Fourth	Assessement	Report	Climate	Change	2007.
191	 Ibídem.	
192	 Karolina	Argote	Agricultura	Climáticamente	Inteligente	en	Colombia.	Octubre	de	2014.
193	 IDEAM,	 2013.	 Shttp://www.fedebiocombustibles.com/v3/nota-web-id-1526-titulo-nueva_tasa_oficial_de_

deforestaci%C3%B3n__colombia_reduce_su_deforestaci%C3%B3n_a_147_946hect%C3%A1reas_anuales.
htm#sthash.JQI1iMSy.dpuf.

194	 IDEAM,	 2013.	 Shttp://www.fedebiocombustibles.com/v3/nota-web-id-1526-titulo-nueva_tasa_oficial_de_
deforestaci%C3%B3n__colombia_reduce_su_deforestaci%C3%B3n_a_147_946hect%C3%A1reas_anuales.
htm#sthash.JQI1iMSy.dpuf.

195	 	Primer	informe	sobre	tasa	anual	de	deforestación.	IDEAM.	2014.
196	 	Karolina	Argote.	Agricultura Climáticamente Inteligente en Colombia.	Octubre	de	2014.



 

181cultivos de uso ilícito, particularmente de coca, así como la tala y la minería 
ilegal como causas de la deforestación, así: “parte de la deforestación es 
causada por la minería ilegal, especialmente en los departamentos de Cho-
có, Antioquia, Vichada y Guainía”197. Los municipios de Antioquia que se 
han visto más afectados son Segovia, Turbo, Ituango, Anorí y El Bagre, que 
han perdido entre el 45 y 75% del bosque198.

El citado estudio también determinó que las zonas donde se concentró la 
mayor pérdida de bosque son Caquetá-Putumayo, Meta-Guaviare, el eje 
San José del Guaviare-Calamar-Miraflores, también los flancos de la Serra-
nía de San Lucas, Paramillo, Magdalena Medio (departamento de Santander 
principalmente), el piedemonte llanero en Arauca y el sector de Montes de 
María (límites de los departamentos de Sucre y Bolívar). La Amazonia co-
lombiana continúa presentando altos niveles de deforestación, al igual que 
el sector del Magdalena Medio y Sierra Nevada de Santa Marta. 

La ganadería extensiva representa casi el 60% de la deforestación en el 
país y la tala ilegal en Colombia alcanza un 42% de la producción total de 
madera (Banco Mundial, 2006). El sector minero ilegal ha crecido degra-
dando altas zonas por la deforestación que conlleva, incluso en zonas de 
importancia forestal del país, actividad que no es sostenible y amigable con 
el medio ambiente. 

El Ideam ha dicho que parte de la deforestación es causada por la minería 
ilegal, especialmente en los departamentos de Chocó, Antioquia, Vichada y 
Guainía, por su parte, el Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos 
(SIMCI), en las observaciones 2013-2014, reportó 16.701 ha deforestadas 
por minería ilegal, es decir que esta actividad es causante del 13.8% de la 
deforestación del país en ese período, el 60% de la cual se presentó en el 
Chocó, el 11% en Nariño y el 11% en Antioquia. Se relaciona aún más la de-
forestación causada por la minería ilegal, cuando en los reportes del Ideam 
se encuentra que en el 2013 los municipios de Segovia, Turbo, Ituango, 
Anorí y El Bagre, de Antioquia, han perdido entre el 45 y 75% del bosque 

197	 	Primer	informe	sobre	tasa	anual	de	deforestación.	Ideam.	2014.
198	 	Ibídem.	
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natural199, los que, con excepción de Turbo, han tenido la más alta inciden-
cia de minería ilegal. 

Preocupa la región Caribe, la que menor cobertura boscosa tiene del país, 
solo el 3% del total, donde a pesar de que la tasa promedio de deforesta-
ción anual del 2011 y del 2012 se redujo, algunas subregiones están fuer-
temente afectadas por la minería sin control. 

Para los investigadores del Ideam es coincidente la reducción de la tasa 
de deforestación con una “disminución muy significativa de los cultivos de 
coca, particularmente en los departamentos de Nariño y Cauca, y con el 
incremento de los esfuerzos interinstitucionales para el control de la tala y 
la minería ilegal”.

Otra de las causas de la deforestación son los incendios forestales, que 
ante los impactos del fenómeno de El Niño al que actualmente se ve en-
frentado el país, se han incrementado, llegando a septiembre de 2015, a la 
suma de 3.745 eventos, consumiendo más de 92.000 ha.

Efectos sobre los suelos

Según el Ideam, cerca de 45.4 millones de ha, el 40% de la superficie conti-
nental del país, presentan algún grado de erosión. Los departamentos más 
afectados por este fenómeno son: Caldas, Cesar, Córdoba, Cundinamarca, 
Santander, La Guajira, Atlántico, Magdalena, Sucre, Tolima, Quindío, Huila 
y Boyacá. El 3% presenta un grado de erosión severa o muy severa, el 17% 
presenta erosión moderada y el 20% erosión ligera200. 

Si bien no hay estudios particulares que permitan inferir el impacto de la 
minería ilegal sobre los procesos de erosión y desertificación de los suelos, 
las evidencias son claras respecto a la destrucción de grandes áreas para 
desarrollar la actividad. Según la ANM, las áreas intervenidas realmente 
por la minería legal oscilan entre 49.584 y 51.906 ha, correspondientes a 
1.652 títulos auditados, es decir, cerca del 9.25% del área concesionada. La 
Policía Nacional en cifras reveladas en septiembre de 2015 establece que 

199	 Ibídem.	
200	 Revista	Semana,	Sostenible,	Medio	Ambiente.	Colombia	contra	la	deforestación,	la	erosión	y	el	cambio	climá-

tico.	2015/04/23.



 

183por cada 100 minas legales hay 51 ilegales201, por lo que se podría suponer 
que las minas ilegales afectan un área aproximada de 25.000 ha.

En la minería sin control las excavaciones de socavón se realizan de manera 
incontrolada y antitécnica, incluso dentro de las viviendas, afectando los 
drenajes naturales dentro de las mismas minas, haciendo que el suelo pue-
da fallar en caso de altas precipitaciones amenazando con colapsar, como el 
caso de Pueblito Mejía en el Sur de Bolívar, Riosucio y Marmato en Caldas, 
entre otros.

Excavaciones:	una	protegida	con	tejas	en	mal	estado	la	otra	sin	protección,	peligro	latente	para	
los	transeúntes.

Vertimientos	de	las	viviendas	que	descargan	sus	aguas	a	las	minas	y	ayudan	a	desestabilizar	el	suelo. 
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

En algunos sectores del sur de Bolívar se está realizando una minería sin 
antecedentes, se hacen excavaciones a cielo abierto de grandes dimen-

201	 	DIPOL,	2015.	Policía	Nacional,	II	Congreso	Internacional	de	Minería	Ilegal.
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siones cerca de las ciénagas y cauces de los ríos; dentro de estas grandes 
excavaciones los mineros están realzando pequeñas trincheras con taludes 
verticales sin protección, alguna produciendo que el suelo con una peque-
ña lluvia se desestabilice, falle y tape a las personas que se encuentran en 
la faena de explotación. 

Impactos en las cuencas y el agua

La región de América Latina y el Caribe contiene el 8% de la población 
mundial y dispone de 65% del agua dulce del mundo202. El Amazonas, el 
Paraná-Río de la Plata y el Orinoco transportan conjuntamente al Océano 
Atlántico más de un 30% del agua dulce renovable del mundo203. Aunque la 
región tiene esa cantidad de agua, su consumo es relativamente bajo (8%). 

No obstante, en las últimas décadas Colombia ha estado sometida al au-
mento de la frecuencia de extremos climáticos, de episodios de precipita-
ción intensa y temporadas secas, tendencia decreciente de la precipitación 
y disminución de la superficie de los glaciares. 

La minería tiene un triple impacto sobre el agua: i) consume agua, ii) conta-
mina el agua y iii) destruye sus cauces:

i) Consumo de agua 

El consumo de agua en minería se hace en todas las etapas del proceso, 
principalmente durante la extracción, para el enfriamiento o el control de 
emisiones de polvo, para transportar a presión los minerales mezclados con 
agua a través de ductos, como lagunas de tratamiento y para el consumo 
en los campamentos204. Cuando es una minería controlada, los volúmenes 
de agua utilizados están cuantificados y soportados en los permisos otor-
gados, pero cuando la minería se hace sin control, no se pueden saber ni 
medir estos consumos. 

De acuerdo con los estudios de la Unidad de Planeación Minero Energética 
(UPME), el consumo de agua en la minería en Colombia para el año 2013 
fue de 129.059.532 m3 equivalente al 0,48% del agua consumida por to-
dos los sectores de la economía. Por otra parte, para producir un gramo de 

202	 Programa	Ambiental	de	las	Naciones	Unidas	(UNEP).
203	 Grupo	Intergubernamental	de	Expertos	sobre	el	Cambio	Climático	(IPCC,	2008).
204	 International	Council	of	Mining	and	Metals	(ICMM).	Water	management	in	mining:	a	selection	of	case	stu-

dies.	May,	2012.



 

185oro se consumen 0,22 m3 de agua, 8,89 Kwh de energía eléctrica y 25,46 
Kwh de energéticos (combustibles). Para extraer una tonelada de carbón se 
requieren 1,43 m3 de agua, 9,35 Kwh de energía eléctrica y 127,59 Kwh 
de energéticos205.

De acuerdo con las cifras de producción de oro en el país, en el 2013 se 
produjeron 59 toneladas de manera ilegal, de lo cual se puede concluir que 
se utilizaron cerca de 13 millones de metros cúbicos de agua para su pro-
ducción. Este consumo representa el 10% del total del agua consumida por 
la minería legal en ese período. Seguramente el consumo es mucho mayor, 
toda vez que por no haber control, no hay cifras que determinen el consu-
mo exacto. 

Estos altos consumos de agua se hacen sin ningún tipo de concesión. En 
las zonas mineras ilegales existe gran cantidad de motobombas de alta ca-
pacidad que bombean volúmenes considerables a altas presiones con el fin 
de remover y lavar el material con el solo impacto, separando el material de 
interés y desperdiciando grandes volúmenes de agua. Esta pérdida repercu-
te directamente en la falta del recurso en las épocas de sequía prolongadas 
por efectos del cambio climático.

Se	observa	los	altos	volúmenes	y	calidad	de	agua	que	se	utilizan	para	el	lavado	del	material	–esto	
es	uno	de	los	tantos	puntos	de	lavado–	Después	del	proceso	de	lavado	se	observa	la	calidad	de	la	
misma	cómo	se	vierte	a	los	cuerpos	de	agua	existentes.	

Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

En el segundo semestre del año 2015 el país se ha visto enfrentado a una 
de las mayores sequías, 312 de sus municipios se encuentran en riesgo 
de desabastecimiento, 238 han entrado en racionamiento, se han adop-

205	 UPME	y	Universidad	 Industrial	 de	 Santander	 (UIS).	 Estimación	 de	 áreas	 intervenidas,	 consumo	de	 agua,	
energía	y	costos	de	producción	en	la	actividad	minera.	2015.
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tado medidas para evitar el despilfarro del líquido, y se ha requerido de 
las autoridades municipales y ambientales y las ESP la toma de medidas 
que conlleven a la racionalización del uso del agua y se garantice la priori-
dad para el consumo humano. Mientras se exige de todos los ciudadanos 
comportamientos responsables y racionales del uso del agua, la minería sin 
control utiliza de manera irracional todo el líquido que necesite para su 
proceso extractivo, sin tener en cuenta las necesidades de las comunidades 
aledañas, así como también las vierte totalmente contaminadas limitando 
su posibilidad de uso.

ii)  Contaminación de las aguas

El agua residual producto de la explotación minera no tiene ningún tipo de 
tratamiento como sedimentadores y trampas de grasa que permitan rete-
ner residuos como combustibles, grasas, aceites y materiales contaminan-
tes, por lo que el recurso hídrico se ve perdido en su totalidad.

Los depósitos de almacenamiento de combustibles, grasas y lubricantes no 
tienen, ni guardan las recomendaciones mínimas de almacenamiento que 
eviten derrames, contaminación de aguas superficiales y subterráneas. 

Depósito	de	combustibles	almacenados	de	forma	antitécnica.	Obsérvese	que	no	existe	protección	
contra	derrames	ni	de	incendios.	
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

La disposición de los materiales sobrantes y restos de maquinaria se dejan 
abandonados dentro del área de influencia del curso del río, vertiendo al 
suelo y al agua materiales corrosivos, combustibles, lubricantes, grasas y 
descomposición de elementos metálicos. 
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Desechos	de	maquinaria	al	borde	del	río	Quito,	produciendo	deterioro	al	paisaje	y	al	suelo	y	cuerpo	
de	agua.
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

La maquinaria que se utiliza (retroexcavadoras y dragas) está generando 
gran cantidad de sedimentos al remover la tierra, que al momento de entrar 
en contacto con el agua diluye el material conglomerado, característico de 
la zona, aportando al río alto movimiento de material de aluvión, areniscas 
y finos sedimentos generando un impacto directo sobre la calidad, claridad, 
turbidez, acidez y color del agua. 

Draga,	vertiendo	los	sobrantes	del	material	ex-
plotado	del	fondo	del	río.	Material	crudo	al	río,	
con	químicos	y	sedimentos.
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

Draga	 afectando	 todo	 el	 entorno.	 Se	 observa	
material	vegetal	removido	dispuesto	en	el	cauce	
del	río	Quito.
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.
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Playas	 desnudas	 sin	 protección	 vegetal.	 La	
velocidad	del	agua	arrastra	el	material	suelto	
depositándolo	en	otros	Sitios	del	agus.
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

De	las	tantas	dragas,	otra	vertiendo	material	al	río	
Quito.	
Defensoría	del	Pueblo,	2015.

 
El material inerte de mayor tamaño queda desnudo sin ninguna protec-
ción. El material mediano es transportado por el agua y se deposita en las 
ciénagas que son el soporte y amortiguación natural de las crecientes de 
los ríos, quitándole capacidad hidráulica. El color amarillo es característico 
de las aguas de los ríos por la cantidad de sedimentos finos que transporta 
generando turbiedad. Los diferentes agregados y químicos indispensables 
para la explotación minera son altamente contaminantes. 

 
Sitio	abandonado	después	de	haber	sido	sobreexplotado.	No	hay	rastros	de	recuperación.	
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

iii) Destrucción de cauces

Los cuerpos de agua en las zonas mineras presentan altas modificaciones, 
tanto en la dinámica hidráulica como en su calidad, cambiando las condicio-
nes naturales de los ríos, quebradas, ciénagas, entre otros. El cambio en las 
características hidráulicas y morfológicas consiste en:



 

189Variaciones en la geomorfología del cauce principal y su hidráulica asociada 
(río Quito, río San Pablo, río Atrato y ciénagas asociadas en el Chocó, río 
Nechí, río Man, río Quinamayó, río Cauca, río Ovejas, río Palo, río Teta, río 
San Pedro, quebradas que drenan a la ciénaga de Ayapel, entre otros) que 
afectan la regulación de crecientes en época de invierno. Se modifican las 
zonas de ronda de protección hidráulica, es decir, las márgenes, cambiando 
totalmente el estado natural de los ríos, como se observa en las siguiente 
imágen:

Fuente:	Defensoría	del	Pueblo.

 
Las modificaciones a las condiciones geomorfológicas (pendiente, longitud 
de control, rugosidad, factor de fricción, coeficiente de forma, radio hidráu-
lico, altura de rugosidad, secciones transversales, perfiles longitudinales, 
tipo de cauce, formas de fondo y de cuenca) hacen que el incremento del 
gradiente de energía produzca cambios del lecho, lo que aumenta significa-
tivamente la velocidad de la corriente, produciéndose una erosión regresi-
va y alto aporte de sedimentos. 

En la siguiente figura se hace una simulación con respecto a la afectación 
del cauce normal del río Quito –color azul– en septiembre de 1998 y el 
cauce alterado –color rojo– en agosto de 2015, se observa la modificación 
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total del perímetro mojado por los depósitos de material inerte, producto 
de la explotación minera que se han depositado en el centro del cauce del 
río y las márgenes se han alterado. Los cambios del régimen hidráulico han 
producido múltiples niveles de agua y, por consiguiente, diferentes cursos 
de navegabilidad, el cauce principal se ha sedimentado por el alto conteni-
do de material y sus márgenes erosionadas por sobreexplotación. 
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Elaborada	por	la	Defensoría	del	Pueblo.
Esta	es	una	simulación	del	cauce	típico	del	río	Quito	en	su	estado	original	para	el	año	1998	y	el	
estado	actual	2015.	La	gráfica	es	ilustrativa,	se	asume	tanto	la	altura	sobre	el	nivel	del	mar	como	el	
ancho	del	cauce.

La deforestación sin control, talando manglares y bosques tropicales, tam-
bién afecta las zonas de ronda de los ríos. El material vegetal es depositado 
en los cuerpos de agua contaminándolos, obstruyendo el curso normal del 
río aguas abajo y produciendo inundaciones. 

Deforestación	total	de	los	bosques	tropicales	primarios	que	protegen	las	riberas	de	los	ríos	(Chocó)	
y	los	bosques	tropicales	(Antioquia).	
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo	2015.



 

191Todos estos cambios de régimen en los cauces de los ríos hace que en épo-
cas de altas precipitaciones se produzcan inundaciones, con las conocidas 
consecuencias: afectación de viviendas, emergencias sanitarias, impactos 
sobre la salud, la agricultura y la pesca.

Riesgos y desastres naturales

Las evidencias del cambio climático se manifiestan principalmente en even-
tos extremos del clima como sequías con temperaturas fuertes y lluvias 
intensas con bajas temperaturas, los cuales tienen relación directa con los 
fenómenos fríos y cálidos del Pacífico, La Niña y El Niño, respectivamente. 
La destrucción de los ecosistemas, la tala y la deforestación, la destrucción 
de las cuencas, la contaminación de las aguas, las emisiones de gases con-
taminantes de una actividad que se hace sin ningún control, son parte de 
las causas del cambio climático.

Colombia ocupó el puesto 25 entre 194 países con el más alto riesgo de 
amenazas de tipo natural, “como terremotos, tsunamis, ciclones tropicales, llu-
vias extremas y sequías, o por la presencia de amenazas humanas que generan 
conflictos sociales, o por su alto nivel de vulnerabilidad socioeconómico y de 
sus grupos más débiles, o por su factor de inequidad o por la falta de capacidad 
institucional y de infraestructura para enfrentarlos”206.

Según el Departamento Nacional de Planeación (DNP), los desastres na-
turales vividos en el país durante los años 1998-2011 se relacionaron en 
un 90% con fenómenos hidroclimáticos207. Del total de los “13.624 eventos 
reportados, durante dicho periodo, el 52% corresponde a inundaciones, un 19% 
a deslizamientos y un 14% a vendaval”. Los impactos de la ola invernal de los 
años 2010 y 2011, presencia del Fenómeno de La Niña, generaron pérdidas 
y daños que representan el 4,3% y el 0,5 %, respectivamente, del PIB de 
2010208. Entre el 2006 y el 2014, más de 12 millones de personas han sido 
reportadas a la Unidad Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (UN-
GRD) como afectadas por fenómenos de origen natural209.

206	 	Índice	para	la	Gestión	del	Riesgo	-	Index	for	Risk	Mangement	-	OCHA	2015.
207	 	Departamento	Nacional	de	Planeación	(DNP),	2012.
208	 	Departamento	Nacional	de	Planeación	(DNP),	2012
209	 	Departamento	Nacional	de	Planeación	(DNP),	2015.
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El 36% del territorio está en situación de amenaza sísmica alta, el 28% en 
alto potencial de inundación y el 18% en riesgo elevado de movimientos 
en masa o deslizamientos210. Asimismo, tres de cada 10 colombianos están 
potencialmente amenazados por algún evento natural. 

El riesgo de deslizamientos se concentra en áreas de la región Andina como 
Boyacá (74%), Cundinamarca (65 %), Risaralda (61%) y Caldas (59%); en las 
vertientes de los ríos Cauca y Patía. Por su parte, el riesgo de inundaciones 
cobija los valles asociados con el río Magdalena, la depresión momposina, 
los valles de los ríos Sinú y Alto San Jorge; en las tierras bajas cercanas 
al río Atrato, el Chocó, en los deltas de los ríos San Juan, Telembí, Patía y 
Mira y en las llanuras cercanas a los ríos Orinoco y Amazonas. Respecto 
a los sismos, la zona del Pacífico es la más expuesta, seguida de la región 
Andina, asociada a la actividad de fallas superficiales como Romeral, Cauca, 
Palestina y Frontal de la cordillera Oriental. Huila, Chocó, Valle del Cauca, 
Nariño, Risaralda, Cauca y Quindío, que tienen más del 95% de su territorio 
expuesto a la amenaza sísmica211.

El crecimiento desbordado de áreas de explotación minera en el país ha 
incrementado y acelerado los riesgos después de la temporada invernal de 
los años 2010 y 2011, tanto por su ubicación dentro de las rondas de los 
cuerpos de agua, como por la alta cantidad de sedimentos derivados de la 
remoción y cambios drásticos de las condiciones originales de los suelos. 

Estos cambios bruscos de las condiciones originales de los suelos y de los 
cuerpos de agua, con la repetición de un evento de altas precipitaciones, 
o en su defecto con el fenómeno de El Niño, se convierten en detonantes 
para la vulnerabilidad de la población. La pendiente topográfica, los efectos 
de la gravedad, la saturación del suelo con agua, la exposición de laderas 
por corte dentro de la actividad minera, son las causas del incremento del 
riesgo.

210  El Tiempo	Miércoles	7	de	octubre	de	2015.	Cifras	del	Banco	Mundial.
211  El Tiempo	Miércoles	7	de	octubre	de	2015.	Cifras	de	Prevención	y	Atención	de	Desastres.
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Deslizamientos	en	el	Cerro	de	El	Burro,	municipio	de	Marmato	Departamento	de	Caldas.

En las zonas mineras del sur de Bolívar, de la región de Ayapel y de los 
valles del Cauca y Magdalena, cuando se presentan lluvias torrenciales, ca-
racterísticas del cambio climático, se producen crecientes repentinas que 
afectan las excavaciones mineras ilegales sin dar tiempo a la reacción de 
los mineros, como ya se ha presentado en varios sitios del país, con la con-
secuente pérdida de vidas. No hay planes de contingencia ni sistemas de 
alertas tempranas. 

 

Las	excavaciones	a	cielo	abierto	de	las	minas	es-
tán	dentro	de	 la	 ronda	de	protección	hidráulica	
del	río	Magdalena.	
En	este	caso	está	a	menos	de	15m.	
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.

Foso	donde	se	realiza	la	minería	de	barequero.	
La	 inestabilidad	 de	 los	 taludes	 ha	 producido	
muertes	de	los	mineros	que	quedan	atrapados.	
Véase	en	detalle	el	círculo	de	minero	en	su	jor-
nada.	
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo,	2015.
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Las excavaciones mineras ilegales se llevan a cabo sin ninguna medida téc-
nica de seguridad que proteja su forma, textura y condiciones naturales. Se 
amplía la frontera minera sin importar las pendientes críticas, las zonas de 
alto riesgo sísmico, las altas precipitaciones que saturan los suelos y pro-
ducen movimientos en masa, derrumbes y avalanchas; estas condiciones 
características de la minería sin control, imprimen a estas zonas una vulne-
rabilidad y amenaza de riesgo bastante alta.

Se suma a lo anterior que las viviendas de las poblaciones mineras, por lo 
general, se encuentran sobre las mismas minas, no tienen alcantarillado, 
acelerando el proceso de erosión y aumento del riesgo.

Explotación	en	Marmato,	Caldas.	Zona	de	alto	
riesgo.		  
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo	(2015).

Barequeo	artesanal	dentro	de	las	viviendas. 
Pueblito	Mejía. 
Fuente:	Defensoría	del	Pueblo.

5.1.5. OTRAS CONSIDERACIONES 

La minería sin control, de acuerdo con la Agencia Nacional de Minería, en 
el año 2014 generó 7,1 billones de pesos (1 Kg de oro tiene un valor que 
oscila entre 90 y 121 millones) mientras que el narcotráfico, un flagelo que 
ha afectado el país por muchos años, según la Policía Nacional, generó 1,8 
billones de pesos en el mismo año (1 Kg de coca vale $5 millones). Por otra 



 

195parte, de acuerdo con el SIMCI, hay bastante coincidencia de las regiones 
con cultivos ilícitos y de minería ilegal212; asimismo, la Policía Nacional en-
contró que en 118 municipios de 204, donde se hace minería ilegal, hay 
incidencia de grupos armados al margen de la ley: en 51 municipios con 
actividad minera hay presencia de FARC, 50 municipios con presencia de 
crimen organizado especializado (principalmente Bacrim) y 17 municipios 
con presencia de ELN.

También SIMCI ha detectado que el 47% del área afectada con minería 
ilegal se concentra en la región Pacífica; el 52% en la región Central y 1% 
en otras zonas del país.

La minería sin control no es ajena a estos fenómenos, toda vez que inci-
de en los cambios climatológicos al afectar la cobertura boscosa y emitir 
contaminantes atmosféricos que acaban con los sumideros de los gases 
que generan efecto invernadero, pero también al hacer uso irracional del 
agua los procesos mineros contribuyen a la contaminación y destrucción 
descontrolada de las cuencas, afectando su calidad y en consecuencia el 
consumo doméstico, los abrevaderos, la agricultura y la pesca.

Las transformaciones e impactos causados por la minería sin control dismi-
nuyen en las regiones la capacidad de adaptación a los cambios climatoló-
gicos, aumenta la vulnerabilidad, la pobreza y la disponibilidad de recursos 
e incrementa de manera alarmante los riesgos a los desastres naturales y 
los fenómenos extremos del clima. Los niveles de severidad de los impactos 
del cambio climático se ven potenciados por las actividades mineras sin 
control.

212	 	En	el	año	2014,	el	70%	de	extracción	de	oro	en	zonas	afectadas	por	cultivos	ilícitos	no	tenía	título;	del	30%	
restante	tiene	título,	27%	se	encuentra	en	la	región	Central	y	solo	el	3%	en	la	región	Pacífica.	
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6. RESEÑA LEGAL

6.1 RESEÑA HISTÓRICA DE LOS INSTRUMENTOS MINERO-LEGALES 

La expansión del sector minero en Colombia es una realidad. Desde hace 
aproximadamente 200 años, nuestro país ha venido hablando de este pro-
ceso extractivista, fortaleciendo su legislación.

Desde 1783, en las Ordenanzas de la Minería de la Nueva España se dejaba 
claro que la exploración y explotación con desconocimiento del régimen de 
concesiones y regalías, es decir, sin autorización o sin realizar el pago de 
la regalía, era considerada una actividad ilegal. Más adelante, con la Cons-
titución de Cúcuta de 1821, se declaró que las minas eran propiedad del 
nuevo Estado independiente. Posteriormente, en 1823, el Gobierno fue 
autorizado para entregar en arriendo todas las minas. 

El 24 de octubre de 1829 se profirió la primera Ley Minera de la República, 
mediante la cual se reafirma la propiedad de la República sobre todas las 
minas del territorio, las cuales se pueden conceder “en propiedad y po-
sesión a los ciudadanos que las pidan”; asimismo, determinó que ninguna 
mina se declararía desierta o abandonada antes de un año de no ser tra-
bajada213. Luego de promulgada esta norma, hubo reformas como la ley del 
10 de mayo de 1833 sobre la jurisdicción especial que trata el artículo 23 
del Decreto de Quito de 1829, la ley del 16 de mayo de 1836 que cede a 
las provincias el impuesto por los títulos de minas en su jurisdicción, la ley 
del 21 de junio de 1842 que abolió los jueces especiales de parroquias o 
asientos de minas y la facultad otorgada a los gobernadores en el artículo 
36 del decreto de marras, y la ley del 1° de junio de 1844, la cual estableció 

213	 	Ibíd.	
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el registro de los títulos mineros y la ley del 9 de junio de 1847 que reservó 
para la nación la propiedad de las esmeraldas. Sin embargo, este marco 
institucional rigió hasta la Confederación Granadina214. 

Al inicio de la segunda mitad del siglo XIX, en 1858, la Constitución Política 
de la Confederación Granadina estableció que las vertientes o fuentes sala-
das, las minas de esmeraldas y de sal gema ubicadas o no en tierras baldías 
pertenecían a la Nación215. Por otro lado, durante esta época se debía apli-
car el régimen de concesiones y regalías, pero de forma dual, autorización y 
pago de regalía a la autoridad correspondiente a nivel nacional frente a las 
reservas o a nivel federal frente a los demás.

Con la Constitución de Rionegro, en 1863, se vuelve a tocar el tema de 
minería ilegal, fenómeno que puede darse por incumplimiento del régimen 
de concesiones y regalías o por realizar la explotación sin autorización del 
dueño del terreno. Diez años después, en 1873, el Código Fiscal expuso 
que los minerales encontrados en tierras baldías u otras que le correspon-
dieran al Estado, eran propiedad de este y, en consecuencia, los minerales 
descubiertos en terrenos que no fueran baldíos o del Estado, podrían ser 
explotados por particulares. Asimismo, describió las tres formas legales de 
acceso y aprovechamiento de minerales, a saber: la adjudicación, el arren-
damiento y la iniciativa privada216. 

Con la llegada de la Constitución de 1886, la minería ilegal se estableció por 
aquella exploración y explotación sin la autorización exclusiva de la nación 
o por la explotación excediendo los límites del derecho adquirido. Poste-
riormente, se adopta la Ley 38 de 1887 como Código de Minas para toda la 
nación, en donde las minas existentes en el territorio nacional le pertene-
cían a: (i) la nación, esmeraldas y sal gema, (ii) los departamentos, oro, plata, 
platino y cobre; y (iii) al dueño del terreno, todas las demás, de cualquier 
clase que fueran. Adicionalmente, le dio facultad al Estado para ceder la 
posesión y propiedad de sus minas a todos los nacionales y extranjeros 

214	 	Vargas,	L.	F.	(1973).	Nueva	legislación	minera.	Bogotá,	D.	C.:	Tesis	de	grado	en	Derecho,	Universidad	Exter-
nado	de	Colombia.	

215	 	Rettberg,	A.,	Ortiz,	J.	y	Yáñez,	S.	Octubre	de	2014.	Legislando	Minas,	Breve	recuento	de	la	Legislación	minera	
en	Colombia.	Documentos	CEDE,	Universidad	de	los	Andes-Facultad	de	Economía.	Vol.	38.

216	 	En	este	periodo	se	da	la	Ley	29	de	1873,	la	cual	establece	que	la	minería	ilegal	es	aquella	cuya	explotación	
(de	carbón)	se	hace	sin	autorización	de	la	nación	o	sin	cumplir	con	el	pago	de	la	regalía.



 

201que conforme a las leyes vigentes tuvieran capacidad legal para adquirir el 
dominio de las cosas. 

En 1887, la Ley 57 (Código Civil) estableció los modos de adquirir la propie-
dad de las minas tales como: la ocupación, la accesión, la tradición, la suce-
sión y la prescripción. Asimismo, instauró que todo individuo tenía derecho 
a buscar, descubrir y explorar una mina del Estado, excepto en los patios, 
jardines, huertas y solares, pues estaban dispuestos para la explotación rea-
lizada solo por sus dueños y en los terrenos cercados y cultivados no se 
podía realizar minería sin aviso previo al dueño del terreno. 

Más adelante, con la entrada en vigencia de la Ley 20 de 1969, “por la cual 
se dictan algunas disposiciones sobre minas e hidrocarburos”, se dispuso 
que (…) Todas las minas pertenecen a la Nación (…), así las cosas, esta nor-
ma nacionalizó el subsuelo en todo el territorio nacional y abolió la adjudi-
cación, vigente en la legislación anterior; por otro lado, declaró de utilidad 
pública y de interés social la industria minera en sus ramas de exploración, 
explotación, beneficio, transporte y procesamiento. 

Posteriormente, el Decreto 1275 de 1970217, reglamentario de la Ley 20 de 
1969, estableció (…) “todas las minas pertenecen a la Nación, cualquiera que 
sea su clase, naturaleza o localización, o el título, modo y época de adquisición 
de los terrenos en donde estén ubicadas, ya se encuentren en el suelo o en el 
subsuelo, o en predios de entidades de derecho público o de particulares colom-
bianos o extranjeros”(…).

La Ley 2655 de 1988 consolidó todo lo promulgado hasta la fecha, plan-
teando principalmente que de acuerdo con la Constitución Política de 
1886 y con el Estatuto Minero de 1970 (…) “todos los recursos naturales no 
renovables del suelo y del subsuelo pertenecen a la Nación en forma inalienable 
e imprescriptible. En ejercicio de esa propiedad, podrá explorarlos y explotarlos 
directamente, a través de organismos descentralizados, o conferir a los particu-
lares el derecho a hacerlo, o reservarlos temporalmente por razones de interés 
público […] También pertenecen a la Nación, en forma inalienable e impres-
criptible y con iguales atribuciones a las señaladas [antes] […] las canteras y los 
demás depósitos de materiales de construcción de origen mineral, así como los 

217	 	Estatuto	Minero.	



202

La Minería Sin ControL. Un enfoqUe  
DeSDe La VULneraCión De LoS DereChoS hUManoS 

depósitos de pétreos de los lechos de los ríos, aguas de uso público y playas” 
(…)218. Asimismo219: 

• Declaró de utilidad pública y de interés social la industria minera involu-
crando además de las actividades de exploración, explotación, beneficio, 
transporte y procesamiento, otras como la prospección, fundición, apro-
vechamiento, transformación y comercialización. 

• Estableció la expropiación de bienes y derechos necesarios para el ejer-
cicio de la minería o su eficiente desarrollo. 

• Dio la facultad al Gobierno para decretar expropiaciones de minas del 
suelo, subsuelo o de canteras cuando se requiriera integrar tales bienes 
o derechos a un proyecto de gran minería de importancia básica para la 
economía del país y cuyo titular fuera una empresa industrial y comercial 
del Estado del orden nacional.

• Introdujo la propiedad a favor de la nación de todos los recursos natura-
les no renovables del suelo y del subsuelo. 

• Incorporó la expresión “recursos naturales no renovables”. 

• Definió como bienes de propiedad de la nación las canteras, los depó-
sitos de materiales de construcción de origen mineral y los depósitos 
pétreos de las fuentes de agua pública y playas. 

• Definió el título minero. 

 En los artículos 24, 45, 48, 61, 63 y 111, estableció los instrumentos 
jurídicos para regular el aprovechamiento de los recursos mineros:

 La licencia de exploración: título que confería a una persona el derecho 
exclusivo a realizar dentro de una zona determinada trabajos dirigidos a 
establecer la existencia de depósitos y yacimientos minerales y sus re-
servas, en calidad y cantidad comercialmente explotables. Esta licencia 
comprendió todos los minerales susceptibles a ser explotados. 

 El contrato de concesión: título que confería al concesionario el derecho 
exclusivo a extraer los minerales correspondientes y a realizar las obras y 

218	 	Rettberg,	A.,	Ortiz,	J.	y	Yáñez,	S.	Octubre	de	2014.	Legislando	Minas,	Breve	recuento	de	la	Legislación	minera	
en	Colombia.	Documentos	CEDE,	Universidad	de	los	Andes-Facultad	de	Economía.	Vol.	38.

219	 	Ibíd.	



 

203labores de desarrollo y montaje necesarias para la explotación, beneficio, 
transporte y embarque de dichos minerales.

 El aporte minero: acto por el cual el Ministerio de Minas y Energía otor-
gaba a sus entidades adscritas o vinculadas que tuvieran entre sus fines 
la actividad minera la facultad temporal de explorar y explotar los mine-
rales que pudieran existir en un área determinada.

 La licencia de explotación: el titular de la licencia de exploración que 
hubiera dado cumplimiento a sus obligaciones y cuyo proyecto fuera cla-
sificado en forma definitiva como de pequeña minería, tenía derecho a 
convertir su título en licencia de explotación. 

 La licencia especial de explotación: mediante este título se podían explo-
tar materiales de construcción por cantera o de arrastre en los lechos de 
los ríos y vegas de inundación, en proyectos de pequeña minería.

 La licencia especial: título que se otorgaba de oficio o a solicitud de la 
comunidad o grupo indígena y en favor de esta, para la exploración y 
explotación de minerales ubicados en las zonas mineras indígenas. 

Históricamente en cuanto al uso del suelo en minería, el Consejo de Esta-
do, mediante Sentencia220 del 3 de febrero de 2010 manifestó: “Son cinco 
los sistemas que históricamente se han utilizado (…): a. el sistema fundiario 
en el que el propietario del suelo lo es también del subsuelo [y] no existe limi-
tación alguna respecto de sus posibilidades de explotación. El régimen jurídico 
es el Derecho civil, principalmente la institución de la accesión (lo accesorio –el 
subsuelo– sigue la suerte del principal –el suelo–); b. el sistema liberal en el que 
[la propiedad de] las minas y los minerales […] es de aquel que las descubre y 
ocupa; c. el sistema regeliano [conocido a veces también como regaliano o rega-
lista] en el que el subsuelo pertenece al príncipe y sus riquezas se convierten en 
una fuente de ingresos para la Corona; d. el sistema demanial [o dominial] en el 
que la propiedad de las minas se atribuye al Estado mediante la institución del 
dominio público que le da a éste una función de administración en beneficio de 
la colectividad. La regulación deja de ser del Derecho privado y la explicación 

220	 	Sentencia	Consejo	de	Estado,	Sala	de	lo	Contencioso	Administrativo,	Sección	Tercera,	Consejero	Ponente:	
Enrique	Gil	 Botero,	Bogotá,	D.	C.,	 3	 de	 febrero	 de	2010,	Radicación	 número:	 11001-03-26-000-2006-
00052-01(33187).
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se traslada al campo del Derecho administrativo; y e. la nacionalización como 
sistema en el que se da un traspaso del sector privado al sector público de los 
recursos mineros y por ende también se torna pública su gestión”. 

Por otro lado, el Decreto 1335 de 1987, “Reglamento de Seguridad en las 
Labores Subterráneas”, establece disposiciones sobre la higiene y seguridad 
minera en las labores subterráneas, reconociendo así una regulación inicial 
en cuanto a la labor minera. 

Desde la Constitución Política de 1991 se estableció que el subsuelo y los 
recursos naturales no renovables son de propiedad del Estado, quien inter-
vendrá en la explotación de los mismos y en el uso del suelo. De igual ma-
nera, se impuso la obligación al Estado de planificar el manejo y aprovecha-
miento de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, 
su conservación, restauración o sustitución, así como prevenir y controlar 
los factores de deterioro ambiental, imponer las acciones legales y exigir la 
reparación de los daños causados. 

Es importante citar lo dispuesto en el artículo 58, toda vez que dejó claro 
que:

(…)

Se garantizan la propiedad privada y los demás derechos adquiridos con 
arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni vulne-
rados por leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida 
por motivos de utilidad pública o interés social, resultare en conflicto los 
derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés 
privado deberá ceder al interés público o social.

La propiedad es una función social que implica obligaciones. Como tal, le es 
inherente una función ecológica.

El Estado protegerá y promoverá las formas asociativas y solidarias de propie-
dad.

Por motivos de utilidad pública o interés social definidos por el legislador, podrá 
haber expropiación mediante sentencia judicial e indemnización previa. Este se 
fijará consultando los intereses de la comunidad y del afectado. En los casos que 
determine el legislador, dicha expropiación podrá adelantarse por vía adminis-



 

205trativa, sujeta a posterior acción contenciosa-administrativa, incluso respecto 
del precio.

(…)

Por lo anterior, se establece que esta nueva norma comprendió el principio 
de la prevalencia del interés general sobre el particular, así como la naciona-
lización del subsuelo y la propiedad estatal de todos los recursos mineros. 

Esta Constitución tiene dentro del ordenamiento colombiano una triple dimen-
sión: de un lado, la protección al medio ambiente es un principio que irradia 
todo el orden jurídico, puesto que es obligación del Estado proteger las rique-
zas naturales de la nación. De otro lado, aparece como el derecho de todas las 
personas a gozar de un ambiente sano, derecho constitucional que es exigible 
por diversas vías judiciales. Y, finalmente, de la constitución ecológica derivan 
un conjunto de obligaciones impuestas a las autoridades y a los particulares221.

En cuanto a minería, esta nueva Constitución, en su artículo 80, dejó claro 
que: 

“El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos natura-
les, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración 
o sustitución.

Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados.

…”.

A su vez el artículo 332 establece que:

“El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no reno-
vables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arre-
glo a las leyes preexistentes”.

Más adelante, con la Ley 99 de 1993, se crea el Ministerio de Ambiente, y 
la exigencia de la licencia ambiental, documento contentivo del estudio de 
la viabilidad ambiental de los proyectos mineros. 

221	 	Sentencia	T-760	de	2007,	M.	P.	Clara	Inés	Vargas	Hernández.	



206

La Minería Sin ControL. Un enfoqUe  
DeSDe La VULneraCión De LoS DereChoS hUManoS 

Igualmente, se expide el Decreto 2222 de 1993 –Reglamento de Higiene y 
Seguridad en las Labores Mineras a Cielo Abierto–; su objetivo principal es 
crear el programa de ordenamiento de canteras. 

En 1994, la Ley 141 crea el Fondo Nacional de Regalías y regula el derecho 
del Estado a percibir regalías por la explotación de los recursos naturales no 
renovables. Es de resaltar que con esta norma, reglamentada por el Decreto 
2636 de 1994, se da uno de los procesos de legalización de las explotacio-
nes mineras de hecho de pequeña minería. 

Durante el año 1995, surgieron tres decretos los cuales definieron pun-
tualmente temas relevantes en cuanto a minería: (i) Decreto 501 de 1995, 
el cual reglamentó la inscripción en el registro minero de los títulos para la 
exploración y explotación de minerales de propiedad nacional; (ii) Decreto 
1184 de 1995, el cual modificó la forma de pago del canon superficiario en 
un plazo de diez días siguientes a la inscripción del Registro Minero y (iii) 
Decreto 1385 de 1995, que estableció el mecanismo de conciliación para 
los eventos de superposiciones de áreas entre explotadores de hecho y 
títulos mineros otorgados.

En 1996, el Decreto 1481 establece la obtención previa de la licencia am-
biental para la inscripción de los aportes en el Registro Minero Nacional.

De otra parte, la Ley 599 de 2000, el Código Penal, en su Título XI desarro-
lla los delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente. 

Es importante destacar que en el año 2003 el Ministerio de Minas y Ener-
gía expide el Glosario Técnico Minero, el cual tiene como objetivo “facilitar 
las actividades de compilación, integración e intercambio de información mi-
nera desarrolladas entre las diferentes entidades, toda vez que considera las 
temáticas minera, geológica, ambiental, económica, legal e informática y que 
ha consultado instancias como la UPME, Minercol, Ingeominas, Ministerio de 
Minas y Energía, corporaciones autónomas regionales, DANE, DIAN, Departa-
mento Nacional de Planeación, universidades, agremiaciones y otras entidades 
públicas y privadas”222.

222	 	Fuente:	http://www.anm.gov.co/sites/default/files/DocumentosAnm/glosariominero.pdf.	Tomado	el	día	11-
09-2015.	



 

207En el año 2009, mediante la Ley 1333, se expide el Régimen de Procedi-
miento Sancionatorio Ambiental.

La Ley 685 de 2001, Código de Minas, reiteró que la propiedad estatal de 
los recursos naturales no renovables es inalienable e imprescriptible, por lo 
que el derecho a explorarlos y explotarlos únicamente se adquiere median-
te el otorgamiento de títulos mineros223. Además de lo anterior, esta norma 
estableció: 

• Que los depósitos y yacimientos de sal gema, la sal marina y las vertien-
tes de agua salada pertenecen también al Estado224. 

• Estableció de utilidad pública e interés social la industria minera en todas 
sus ramas y fases; por lo tanto, la práctica de la expropiación continúa 
siendo vigente con el mismo objeto de asegurar el ejercicio y eficiente 
desarrollo de la actividad minera225. 

• Corroboró la propiedad estatal de todos los minerales y simplificó el con-
junto de títulos mineros que se habían creado bajo el Código de 1988. 

• Únicamente se podrá constituir, declarar y probar el derecho a explo-
rar y explotar minas de propiedad estatal, mediante el contrato de con-
cesión minera debidamente otorgado e inscrito en el Registro Minero 
Nacional226. Dejó a salvo los derechos provenientes de las licencias de 
exploración, explotación y contratos celebrados sobre áreas de aporte. 
De igual modo, quedaron a salvo los títulos de propiedad privada de 
minas perfeccionados en el pasado.

• Planteó, entre otros, la definición de exploración y explotación ilícita, 
aprovechamiento ilícito, decomiso, inhabilidad especial.

Posteriormente, el Decreto 2390 de 2002 reglamentó el artículo 165 de la 
Ley 685 de 2001 sobre el proceso de legalización minera. A su vez, la Ley 
1333 de 2009 estableció el procedimiento sancionatorio ambiental. 

223	 	Rettberg,	A.,	Ortiz,	J.	y	Yáñez,	S.	Octubre	de	2014.	Legislando	Minas,	Breve	recuento	de	la	legislación	minera	
en	Colombia.	Documentos	CEDE,	Universidad	de	los	Andes-Facultad	de	Economía.	Vol.	38.

224	 	Ley	685	de	2001,	arts.	5,	6	y	12.
225	 	Ley	685	de	2001,	art.	13.
226	 	Ley	685	de	2001,	art.	14.
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En el año 2010 se expidió la Ley 1382, que modificaba la Ley 685 de 2001, 
sin embargo, que establecía un nuevo proceso de legalización. El 13 de 
mayo la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-366 de 2011 declaró 
la inconstitucionalidad de esta norma, al constatar que su trámite no ga-
rantizó el derecho fundamental a la consulta previa, el cual debió hacerse 
efectivo en la medida que este es un asunto que afecta directamente de-
rechos e intereses de pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes.

Adicionalmente, al declarar la inconstitucionalidad, ordenó diferir los efec-
tos de la sentencia con el objetivo de salvaguardar normas que, a su juicio, 
evitarían daños ambientales que podrían derivarse de su inconstitucionali-
dad inmediata. 

Más adelante, con los Decretos 933, 934, y 935 de 2013 se desarrolla la 
regulación de la formalización de la minería tradicional, la presentación de 
las propuestas de concesión y la competencia para excluir zonas de la acti-
vidad minera, entre otros asuntos.

Por otro lado, el Decreto 943 de 2013 determina que ninguna autoridad 
regional, seccional o local puede establecer zonas del territorio que que-
den excluidas de minería de manera permanente o transitoria, decisión que 
le compete exclusivamente a las autoridades mineras y ambientales, que 
deben tomarla con base en estudios técnicos, económicos, sociales y am-
bientales, bajo principios de desarrollo sostenible.

Con el Decreto 480 de 2014 se reglamentan las condiciones y requisitos 
para la celebración y ejecución de los subcontratos de formalización mine-
ra. Este subcontrato es concebido como un negocio jurídico entre particu-
lares, cuyo trámite no altera derechos del titular minero, pues es facultativo 
de este participar en el proceso de formalización. 

Finalmente, se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Adminis-
trativo de Minas y Energía –Decreto 1073 de 2015–, expedido por el Mi-
nisterio de Minas y Energía, el cual se ha planteado como una herramienta 
de compilación de todas las normas que han reglamentado el sector. 



 

2096.2.  PROCESOS DE LEGALIZACIÓN MINERA EN COLOMBIA 

Es importante mencionar que desde la mitad del siglo XX se ha afianzado 
el interés de llevar a la legalidad las operaciones mineras tradicionales que, 
sin emplear necesariamente métodos artesanales, se han ubicado por fuera 
del marco institucional formal. 

A continuación se hace una breve descripción de los procesos más recien-
tes de legalización minera: 

Ley 141 de 1994 

El artículo 58 de este estatuto introdujo un proceso de legalización de 
explotaciones mineras de hecho de pequeña minería ocupadas en forma 
permanente hasta noviembre de 1993 y confirió seis meses a partir de su 
vigencia para que con el envío de la solicitud de licencia, permiso o contrato 
para la explotación de minas a la autoridad competente, esta legalizara di-
cha explotación en un plazo no mayor de 1 año. Por primera vez hablaba de 
“minería de hecho”. Este artículo se reglamentó mediante el Decreto 2636 
de 1994.

Este proceso dio un plazo de seis meses a los mineros para presentar su 
solicitud de formalización –llamado título minero– y al Gobierno un año 
para legalizarlos, plazo que fue ampliado por un año más.

Ley 685 de 2001

Es un nuevo intento de formalización de los mineros que estaban trabajan-
do sin título. 

Con este proceso se daba un plazo más amplio, de tres años, para solicitar 
el título, el cual comenzó a correr el 1° de enero de 2002 y aplicaba siempre 
y cuando el área que solicitaban no estuviese titulada.

Durante este proceso fueron radicadas 3.395227 solicitudes ante la Agencia 
Nacional de Minería. 

227	 	Fuente:	Agencia	Nacional	de	Minería.	
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Ley 1382 de 2010

El requisito principal que pedía la norma era que el área solicitada por el 
minero estuviera libre y se acreditara que los trabajos mineros se venían 
adelantando en forma continua desde antes de la vigencia de la Ley 685 de 
2001. Esta ley fue declarada inconstitucional por la Corte, debido a que no 
hubo consulta previa. 

Decreto 1970 de 2012 

Su objetivo principal era lograr una armonía entre los mineros informales y 
las grandes empresas del sector.

Este programa concibe un “gana-gana” para las empresas y los mineros in-
formales, por cuanto le da a los dueños de los títulos un control sobre las 
áreas concesionadas y les permite trabajar con las comunidades, con quie-
nes tienen muchas veces malas relaciones, y a los mineros porque aumenta 
el empleo formal, pueden afiliarse a la seguridad social, mejoran sus con-
diciones de seguridad y tienen acceso a una producción más tecnificada.

El obstáculo principal de este proceso es que muchos mineros dicen que 
los contratos son desfavorables para ellos, debido a que son contratos a 
término definido.

Decreto 933 de 2013

Por el que se dictan disposiciones en materia de formalización de minería 
tradicional y se modifican unas definiciones del Glosario Minero, se esta-
blecen mecanismos para evaluar solicitudes de formalización, tales como 
las visitas de viabilidad, la aprobación del Programa de Trabajos y Obras y el 
Plan de Manejo Ambiental.

Críticas a los diferentes procesos de formalización

La Defensoría ha determinado el fracaso de los procesos de legalización, 
conforme lo demuestran las cifras que se presentan a continuación:
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PROGRAMA RADICADAS RECHAZADAS EN	ESTUDIO OTORGADAS
Programa	 
legalización	 
(Ley	141	de	1994).

3.006 S/I S/I 900

Programa	 
de	legalización	de	
minería	de	hecho.	
(Art.	165,	Ley	685	
de	2001).

3.395 2.809 225 361

Programa	 
de	formalización	de	 
minería	tradicional	
(Ley	1382/10,	
Decreto	933	de	
2013).	

8.499 4.877 3.621 1

TOTAL 14.900 1.262

Los mineros han manifestado a esta Entidad que los requisitos exigidos 
son prácticamente imposibles de cumplir, toda vez que no se adecuan a la 
realidad de las regiones.

Ante la poca efectividad de los procesos de legalización, la Defensoría del 
Pueblo considera que el Gobierno nacional tiene la obligación constitucio-
nal de ofrecer, mediante mecanismos idóneos y alternativas reales e inme-
diatas, soluciones a las miles de personas que se encuentran asentadas en 
las zonas mineras y que han dedicado gran parte de su vida a la actividad 
extractiva. 

6.3  MINERÍA - LICENCIAS - PERMISOS - AUTORIZACIONES 
AMBIENTALES

El Estado colombiano ha realizado un desarrollo normativo en lo que res-
pecta a la licencia ambiental, que por supuesto incluye el sector de la mi-
nería; este instrumento pretende la prevención, mitigación, corrección, 
compensación y manejo de los efectos ambientales de la obra o actividad 
autorizada, el cual será otorgado por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible, las Corporaciones Autónomas Regionales y algunos municipios 
y distritos. 
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Históricamente, el sector ambiental desde el Decreto 2811 de 1974 –Có-
digo de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambien-
te– ordenaba la realización de estudios ecológicos y ambientales previos a 
la ejecución de actividades mineras, además de la adquisición de una licen-
cia228. Más adelante, mediante los Decretos reglamentarios 1541 de 1978 
y 1594 de 1984, se exigieron estudios de efecto o impacto ambiental en 
procesos de exploración y explotación de recursos naturales no renovables. 

El artículo 250 del Decreto 2655 de 1988, Código de Minas, incluyó la de-
claración y el estudio de impacto ambiental, además de un plan de manejo 
de los recursos naturales no renovables y del medio ambiente, con el deber 
de conservarlos o restaurarlos si era factible técnica y económicamente.

Igualmente, los artículos 248 y 249 del mismo Código establecieron medi-
das para evitar, controlar y aminorar los efectos desfavorables de la activi-
dad minera en el ambiente, cuyo control estaba en cabeza del Ministerio de 
Minas y Energía, quien debía actuar en permanente consulta y coordinación 
con las autoridades ambientales.

En 1993 se da un momento de vital importancia para el sector ambiental y 
su protección, debido a que con la Ley 99 se crea el Ministerio del Medio 
Ambiente y se establece la obligatoriedad de la licencia ambiental para la 
ejecución de obras, el establecimiento de industrias o el desarrollo de cual-
quier actividad que ocasionara deterioro grave al medio ambiente o modifi-
cara el paisaje229. De lo que se deriva la obligación de presentar los estudios 
de impacto ambiental (EIA)230 y planes de manejo ambiental (PMA)231, para 
obtener la licencia ambiental que permitiera realizar actividades mineras. 

228	 	Artículo	derogado	posteriormente	por	la	Ley	99	de	1993.	
229	 	Artículo	49	Ley	99	de	1993.	
230	 	EIA:	Se	presenta	una	vez	finalizada	la	fase	exploratoria,	junto	con	el	programa	de	obras	y	trabajos	que	se	de-

sarrollará	durante	la	explotación.	El	estudio	describe	y	caracteriza	el	medio	físico,	social	y	económico	del	lugar	
o	región	de	los	trabajos	de	explotación;	los	impactos	de	dichos	trabajos	con	la	correspondiente	evaluación;	
los	planes	de	prevención,	mitigación,	corrección	y	compensación;	las	medidas	específicas	que	se	aplicarán	
para	el	abandono	y	cierre	de	los	frentes	de	trabajo	y	su	plan	de	manejo;	así	como	de	las	inversiones	necesa-
rias	y	sistemas	de	seguimiento	de	las	mencionadas	medidas.	Este	estudio	debe	ajustarse	a	los	términos	de	
referencia	y	guías	ambientales	expedidas	por	el	Ministerio	del	Medio	Ambiente.	(Fuente:	Ley	685	de	2001).

231	 	PMA:	Luego	de	presentado	el	EIA,	el	Ministerio	del	Medio	Ambiente	autoriza	o	no	la	construcción,	el	mon-
taje	de	la	maquinaria,	la	explotación	y	el	beneficio	de	minerales	a	través	de	la	licencia	ambiental.	Esta	puede	
comprender	permisos,	autorizaciones	y	concesiones	de	carácter	ambiental	para	hacer	uso	de	los	recursos	
naturales	necesarios	en	el	proyecto	minero	(arts.	205	y	207).	La	autoridad	ambiental	puede	revocar	la	licencia	
ambiental	para	todas	o	algunas	de	las	fases	de	la	actividad	minera	por	el	incumplimiento	grave	y	reiterado	de	
las	obligaciones	ambientales	(art.	211).	Cabe	aquí	aclarar	que	durante	la	fase	de	exploración	y	prospección	
el	operador	minero	solo	debe	seguir	una	serie	de	orientaciones	consignadas	en	las	guías	mineroambientales	



 

213Oficialmente, el concepto de la licencia ambiental se desarrolla en el De-
creto 1753 de 1994 y la define como “la autorización que otorga la autoridad 
ambiental competente, mediante acto administrativo, a una persona, para la 
ejecución de un proyecto, obra o actividad que conforme a la ley y a los regla-
mentos puede producir deterioro grave a los recursos naturales renovables o al 
medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje, 
y en la que se establecen los requisitos, obligaciones y condiciones que el bene-
ficiario de la Licencia Ambiental debe cumplir para prevenir, mitigar, corregir, 
compensar y manejar los efectos ambientales del proyecto, obra o actividad 
autorizada”.

Este instrumento podía ser otorgado por el Ministerio de Ambiente y Desa-
rrollo Sostenible y las Corporaciones Autónomas Regionales. 

Con el Código de Minas, Ley 685 de 2001, se confirma la obligatoriedad de 
la licencia ambiental para el desarrollo de la minería en su fase de explota-
ción, se introduce el concepto de sostenibilidad en la legislación minera y 
se obliga a la actividad a respetar y garantizar la no afectación de la integri-
dad cultural de las comunidades étnicas. Asimismo, a través de esta norma, 
una vez terminada la fase de exploración, el concesionario debe entregar 
un programa de trabajo y obras de explotación y un estudio de impacto 
ambiental. Sin la aprobación de este estudio y la expedición de la licencia 
ambiental, no hay lugar a la iniciación de la explotación minera232. 

Actualmente, la licencia ambiental en materia minera se debe concebir 
como un elemento transversal al desarrollo de la actividad en su fase de 
explotación, así las cosas, el Estado tiene la obligación de seguir, monito-
rear y evaluar el cumplimiento de estos deberes ambientales y de adoptar 
las medidas correctivas y sancionatorias en cada proyecto extractivo. 

Es preciso señalar que todos los decretos reglamentarios de la Ley 99 de 
1993, Decreto 1728 de 2002, Decreto 1180 de 2003, Decreto 1220 de 
2005, Decreto 2820 de 2010 y Decreto 2041 de 2014, han mantenido la 
línea de exigencia de la licencia ambiental para el desarrollo de la etapa de 
explotación de la actividad minera a cualquier escala.

definidas	por	la	autoridad	minera	y	ambiental.	(Fuente:	Ley	685	de	2001).
232	 	Ley	685	de	2001,	arts.	57,	71-73,	84	y	85.
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Finalmente, con el Decreto Único Reglamentario Ambiental –Decre-
to 1076 de 2015– se mantiene el trámite de licencia ambiental para la fase 
de explotación minera, también se puntualiza la cesión total o parcial de la 
misma. Por otro lado, mantiene la fase de desmantelamiento y abandono 
en proyectos mineros, en la cual el titular deberá presentar a la autoridad 
ambiental competente, por lo menos con tres meses de anticipación, un 
estudio que contenga las medidas de manejo ambiental posterior que dará 
al proyecto extractivo. 

6.4. CONSULTA PREVIA Y MINERÍA 

En el ordenamiento jurídico colombiano existen mecanismos de participa-
ción ciudadana, que buscan ampliar los espacios de participación social en 
la defensa y protección de los derechos de las comunidades, que se con-
creta para el tema que nos ocupa, en la intervención de estos pueblos en la 
definición de proyectos de desarrollo en sus territorios. 

La consulta previa es el mecanismo de participación que establece como 
obligación consultar a las comunidades étnicas cuando se van a realizar 
proyectos de explotación de recursos naturales en su territorio. Esta se 
encuentra consagrada en el parágrafo del artículo 330 de la Constitución 
Nacional, a saber:

“La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas se hará 
sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades 
indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el 
Gobierno propiciará la participación de los representantes de las respectivas 
comunidades.

La Consulta previa ha sido considerada por la jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional como un derecho fundamental de las comunidades étnicas. El mismo 
se encuentra consagrado en el Convenio 169 sobre pueblos indígenas y tribales 
en países independientes, incorporado en el ordenamiento jurídico colombiano 
a través de la Ley 21 de 1991. Por tratarse de un Convenio internacional ratifi-
cado por Colombia que reconoce derechos humanos, al tenor del artículo 93 de 
la Constitución, los derechos en él contenidos adquieren rango constitucional y 
prevalecen en el ordenamiento interno”.



 

215Así las cosas, el numeral 2 del artículo 15 de la Ley 21 de 1991 establece:

“En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los 
recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las 
tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras 
a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos 
pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar 
cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en 
sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible 
en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización 
equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas activi-
dades”.

Igualmente, la Corte Constitucional ha entendido el derecho de participa-
ción de la comunidad indígena como fundamental, el cual está destinado 
a asegurar los derechos de los pueblos indígenas a su territorio y a la pro-
tección de sus valores culturales, sociales y económicos, como medio para 
asegurar su subsistencia como grupos humanos.

En desarrollo de los anteriores preceptos superiores, la Ley 99 de 1993, 
cuyo objeto es la organización del sector público encargado de la gestión 
y conservación del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, 
en su artículo 76 reconoció que, “[l]a explotación de los recursos naturales 
deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica 
de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales de acuerdo con 
la Ley 70 de 1993 y el artículo 330 de la Constitución Nacional y las deci-
siones sobre la materia se tomarán, previa consulta a los representantes de 
tales comunidades”. 

Estos preceptos fueron desarrollados por el Decreto 1320 de 15 de julio 
de 1998, el cual reglamenta la consulta previa con las comunidades indí-
genas y negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su 
territorio ancestral, extendiendo la obligación de realizar consulta previa, 
no solo a las zonas de resguardo o reservas indígenas o en zonas de propie-
dad colectiva adjudicadas a comunidades negras, sino a zonas no tituladas, 
habitadas de forma regular por esas comunidades. 

Por otro lado, la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la importan-
cia que tiene para el Estado consultar a las comunidades indígenas cuando 
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se vayan a realizar proyectos de exploración o explotación en su territorio, 
evitando con ello vulnerar los derechos fundamentales de los pueblos in-
dígenas:

“La participación de las comunidades indígenas en las decisiones que pueden 
afectarlas en relación con la explotación de los recursos naturales ofrece como 
particularidad el hecho o la circunstancia observada en el sentido de que la re-
ferida participación, a través del mecanismo de la consulta, adquiere la conno-
tación de derecho fundamental, pues se erige en un instrumento que es básico 
para preservar la integridad étnica, social, económica y cultural de las comuni-
dades indígenas y para asegurar, por ende, su subsistencia como grupo social. 
De este modo, la participación no se reduce meramente a una intervención en 
la actuación administrativa dirigida a asegurar el derecho de defensa de quie-
nes van a resultar afectados con la autorización de la licencia ambiental (arts. 
14 y 35 del C.C.A., 69, 70, 72 y 76 de la Ley 99 de 1993), sino que tiene una 
significación mayor por los altos intereses que ella busca tutelar, como son los 
atinentes a la definición del destino y la seguridad de la subsistencia de las re-
feridas comunidades”. 

Conforme a lo señalado, el Estado debe garantizar a las comunidades étni-
cas el pleno ejercicio del derecho fundamental a la consulta previa. 



7. GESTIÓN  
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7. GESTIÓN DEFENSORIAL

7.1.  VISITAS DE CAMPO

Con el objeto de determinar la amenaza y/o vulneración de derechos alre-
dedor de la actividad minera sin control, la Defensoría del Pueblo realizó vi-
sitas a seis departamentos del país, que fueron seleccionados teniendo en 
cuenta su trayectoria minera, la afectación recurrente y catastrófica sobre 
los recursos naturales, así como las continuas quejas de las comunidades.

Las zonas seleccionadas fueron: Antioquia, Cauca, Chocó, Córdoba, Bolívar 
y Caldas.

7.2.  ACCIONES JUDICIALES

 ACCIÓN DE NULIDAD ÁREAS ESTRATÉGICAS MINERAS 

La Sección Tercera del Consejo de Estado ordenó la suspensión de los efec-
tos jurídicos de la Resolución 180241 de 2012 emitida por el Ministerio de 
Minas y Energía, y las Resoluciones 0045 de 20 de junio de 2012 y 429 de 
27 de junio de 2013 emitidas por la Agencia Nacional de Minería, a través 
de las cuales se crearon y delimitaron 516 Áreas Estratégicas Mineras o 
Bloques Mineros.

La decisión de suspender temporalmente las Áreas Estratégicas Mineras se 
tomó en el proceso de la Acción de Nulidad presentada por el Centro de 
Estudios para la Justica Social Tierra Digna, fundamentada en la falsa mo-
tivación de los actos administrativos demandados, expedición irregular de 
los mismos y violación de la Constitución y de la ley, en razón a la violación 
del derecho fundamental a la consulta previa de las comunidades étnicas, 
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no respeto de los Planes de Ordenamiento Territorial, ni de las áreas pro-
tegidas ambientales como el Chocó Biogeográfico, la Amazonía y el Macizo 
Colombiano, los cuales adicionalmente se superponen sobre territorios de 
comunidades étnicas y campesinas.

En el marco de lo anterior, la Defensoría del Pueblo decidió coadyuvar esta 
acción de nulidad, que actualmente se encuentra en el despacho del ma-
gistrado asignado al caso en la Sección Tercera del Consejo de Estado, ar-
gumentando que es necesario consultar a las comunidades étnicas, antes 
de tomar decisiones en cuanto al uso del suelo para explotación minera en 
sus territorios, por cuanto con estas acciones se pueden ver afectados los 
derechos constitucionales, individuales y colectivos de estas comunidades. 

  ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD, ARTÍCULO 165 CÓDIGO 
DE MINAS - LEY 685 DE 2001

La Defensoría del Pueblo, el 8 de julio de 2015, instauró acción de incons-
titucionalidad contra el aparte del artículo 165 del Código de Minas, que 
establece: “…mientras esta no sea resuelta por la autoridad minera no ha-
brá lugar a proceder, respecto de los interesados, mediante las medidas 
previstas en los artículos 161 y 306, ni a proseguirles las acciones penales 
señaladas en los artículos 159 y 160 de este Código”. De acuerdo con esta 
norma, si un agente minero que opera sin título inicia su proceso de legali-
zación, la Fiscalía no puede ejercer acciones penales en su contra hasta que 
la autoridad ambiental resuelva dicha legalización, como tampoco podrán 
las autoridades administrativas locales tomar medidas para suspender la 
actividad minera y proceder al decomiso de materiales en esos complejos 
que operan sin el lleno de los requisitos legales. 

Así las cosas, la norma permite que las minas sin título funcionen sin con-
trol, favoreciendo la explotación, transporte, aprovechamiento y comercia-
lización de materiales sin las condiciones mínimas de seguridad y al margen 
de las disposiciones ambientales, laborales, de seguridad industrial y salud 
ocupacional pertinentes.

Para la Defensoría del Pueblo, el artículo viola los principios de protección a 
los recursos naturales y al medio ambiente, y resulta contrario al deber del 
Estado de garantizar un orden justo, máxime cuando, según cifras oficiales 
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en proceso de formalización y que por lo anterior constituye un escenario 
de riesgo ante posibles accidentes, y contaminación de suelo, aire y fuentes 
hídricas. La Defensoría espera que con el ejercicio de esta acción se habilite 
a la Fiscalía y a autoridades locales para ejercer acciones contra la minería 
ilegal, de tal manera que contribuya definitivamente a detener este fenó-
meno que ha causado lamentables tragedias ambientales y humanas en el 
país.

 ACCIÓN DE TUTELA POR AFECTACIONES DEL MERCURIO EN 
LA SALUD 

La Defensoría del Pueblo, basada en un estudio elaborado por la Universidad 
de Cartagena en asocio con la Unidad Nacional de Parques Naturales, radicó 
la acción de tutela No. 13916, el 11 de agosto del presente año, ante el Tribu-
nal Administrativo de Cundinamarca, en representación de las comunidades 
indígenas de la Asociación PANI, buscando de esta manera asegurar los dere-
chos a la salud, agua, integridad y subsistencia de las comunidades indígenas, 
de la selva amazónica y los derechos fundamentales a la salud, alimentación 
equilibrada y el principio de interés superior de los menores indígenas y al 
goce de un ambiente sano, contra el Ministerio de Minas y Energía, Ministe-
rio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y la Corporación para el Desarrollo 
Sostenible del Sur de la Amazonia (Corpoamazonia). 

El mencionado mecanismo judicial fue elevado en razón de la grave afec-
tación en materia ambiental y de salud, generada por la actividad minera 
descontrolada y depredadora en el departamento del Amazonas, más es-
pecíficamente en las riberas inundables del río Caquetá dentro del Parque 
Nacional Natural Cahuinarí, por lo cual, la Defensoría del Pueblo, teniendo 
en cuenta la evidencia científica del estudio y que las comunidades indíge-
nas asentadas en la zona han manifestado que debido a la actividad extrac-
tiva desarrollada se ha visto afectada su salud, sus tradiciones y sus valores 
culturales ancestrales, solicitó al juez de tutela que se adopten, dentro de 
plazos razonables, diferentes medidas reparatorias, orientadas a la dignifi-
cación y a la restauración plena del goce efectivo de los derechos invoca-
dos y aquellas tendientes a prevenir que situaciones semejantes puedan 
volver a presentarse. 
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 ACCIÓN DE TUTELA PARQUE NACIONAL NATURAL YAIGOJÉ-
APAPORIS

El Parque Nacional Natural Yaigojé-Apaporis, localizado entre los depar-
tamentos de Vaupés y Amazonas, fue declarado Área Protegida el 28 de 
octubre de 2009, al día siguiente Ingeominas (hoy Agencia Nacional de Mi-
nería), otorgó el título minero IGH-15001X para la explotación de oro a la 
empresa Cosigo Resources. Cabe recordar que el artículo 34 de la Ley 685 
de 2001 estableció como zonas excluibles de la minería las áreas declara-
das y delimitadas como de protección y desarrollo de los recursos naturales 
renovables o del ambiente. 

Los hechos anteriores generaron una serie de tensiones entre la comunidad 
indígena Acitava (Taraira, Vaupés), que, además de apoyar la minería, tenía 
un acuerdo con la empresa en mención por el 20% de las ganancias que 
dejaría la actividad, y la comunidad indígena Yaigojé-Apaporis –Aciya–, que 
lideró la iniciativa para la creación del Área Protegida y que actualmente 
ejerce resistencia contra toda actividad minera que se desarrolle en su te-
rritorio, justificada en su cosmovisión y desarrollo. 

La comunidad indígena Acitava interpuso acción de tutela contra la crea-
ción del Parque Natural Yaigojé-Apaporis, proceso en el cual la Defensoría 
del Pueblo aportó el Informe Defensoríal sobre la explotación minera en 
Taraira-Vaupés, el cual determina la vulneración de los derechos colectivos 
y del ambiente relacionados con el goce efectivo a un ambiente sano, la 
existencia del equilibrio ecológico, entre otros, los derechos de los indíge-
nas y minorías étnicas relacionados principalmente con la protección de su 
identidad cultural y étnica, al tiempo que recomienda al Gobierno nacio-
nal desarrollar un marco normativo especial y diferencial que garantice la 
conservación y la preservación de los servicios ambientales que ofrece la 
región Amazónica al país.

Dentro de la acción, la Corte Constitucional ordenó al Ministerio de Minas 
y Energía suspender las actividades de explotación de oro que adelanta la 
multinacional en más de un millón de hectáreas, luego de que se estable-
ciera que al parecer la empresa encargada de adelantar las labores de ex-
plotación estaría influenciando a los indígenas de la zona para que a través 
de ellos se levante la prohibición de explotación en estas zonas considera-
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del Interior que adelante un proceso de investigación para establecer si es 
cierto o no que varios indígenas persuadidos por los empresarios radicaron 
tutelas para que se levante la orden de no explotación. Con esta decisión, 
hasta que se adelante la investigación cualquier actividad minera deberá 
estar suspendida. 





8. CONCLUSIONES 
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8.CONCLUSIONES 

La Defensoría del Pueblo, a partir de un enfoque de derechos humanos y 
una mirada ambiental233 presenta a continuación las conclusiones con re-
lación a los impactos de la actividad minera sobre el ser humano, el medio 
ambiente234 y los derechos individuales, colectivos y étnicos protegidos por 
la Constitución colombiana. 

• La actividad minera tiene incidencia significativa en el medio ambiente; 
destruye y perturba el entorno natural, afecta y reduce la disponibilidad 
de recursos naturales no renovables, modificando a su vez las funciones 
ecosistémicas de las zonas donde se lleva a cabo la actividad extractiva, 
ya sea de manera lenta e imperceptible o de una forma notoriamente 
transformadora. La minería genera cambios en el ambiente natural y el 
entorno social, lo que produce efectos adversos sobre el medio ambien-
te y genera o agudiza conflictos socioambientales. Los impactos pueden 
ser directos, indirectos, a corto, mediano y largo plazo, reversibles o no, 
algunos evitables; sin embargo, la modificación del suelo y el paisaje, la 

233	 Derecho	Humano	al	Medio	Ambiente	Sano.	Para	el	desarrollo	y	bienestar	y	el	agua	potable	y	saneamiento.	
Comisión	Nacional	de	Derechos	Humanos	México.	2014.	“La	protección	de	este	derecho	humano	consti-
tuye	una	garantía	para	la	realización	y	vigencia	de	los	demás	derechos,	atendiendo	al	principio	de	interde-
pendencia,	ya	que	el	ser	humano	se	encuentra	en	una	relación	indisoluble	con	su	entorno	y	la	naturaleza,	
por	lo	que	nuestra	calidad	de	vida	presente	y	futura,	nuestra	salud,	e	incluso	nuestros	patrimonios	material	
y	cultural	están	vinculados	con	la	biosfera.	Nuestra	vida	depende	de	la	vida	del	planeta,	sus	recursos	y	sus	
especies”.	

234	 Esta	investigación	se	llevó	a	cabo	durante	el	año	2015,	su	objetivo	fue	determinar	la	situación	de	los	Dere-
chos	Humanos	en	torno	a	la	actividad	de	la	minería	sin	control.	Metodológicamente,	se	realizaron	visitas	a	
minas	legales	e	ilegales,	entrevistas	con	empresas	que	cuentan	con	licencia	ambiental	y	título	minero,	con	
asociaciones	mineras,	mineros	no	asociados,	comunidades	negras	e	 indígenas	asentadas	en	los	territorios	
mineros	y	autoridades	locales.	A	este	tenor,	se	analizó	la	información	recogida	en	campo,	la	revisión	de	ex-
pedientes	de	la	Agencia	Nacional	de	Minería,	la	Agencia	Nacional	de	Licencias	Ambientales,	y	la	información	
suministrada	por	 las	corporaciones	autónomas	 regionales	y	autoridades	 locales,	a	partir	de	 tres	aspectos	
fundamentales:	Impactos	sociales,	impactos	ambientales	e	impactos	a	la	salud.	
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alteración de la calidad y cantidad del agua, la afectación de la fauna y 
la flora, la destrucción de ecosistemas estratégicos, la afectación de la 
infraestructura, así como la transformación del modo y estilo de vida de 
las comunidades locales, en el ámbito social, económico y cultural, son el 
reflejo de los efectos que deja dicha actividad.

• La comunidad, mineros, instituciones y empresas coinciden en que to-
das las formas de hacer minería, producen impactos ambientales, efec-
tos que son de gran magnitud cuando se realiza de manera irracional e 
incontrolada, como el caso de la minería ilegal, que corresponde al 56% 
de la actividad del país.

• La ilegalidad e informalidad presentes en el sector minero impiden iden-
tificar un responsable legal que esté obligado a implementar las medidas 
ambientales necesarias para la exploración y la explotación de los recur-
sos naturales en forma sostenible; situación que en la actualidad se ha 
visto potencializada por la falta de control y seguimiento por parte de 
las autoridades competentes, haciendo que el Estado asuma la deuda 
ambiental y los costos de reparación.

• Se destaca la relación directa que tienen los efectos adversos ambien-
tales de la minería sin control con el cambio climático. Recordemos que 
las causas antrópicas que más contribuyen con este fenómeno son la 
deforestación y la emisión de gases efecto invernadero. La minería ilegal 
deforesta en promedio  16.701 ha por año, lo cual implica la reducción 
de sumideros de dióxido de carbono (CO2), que son de suma importan-
cia para la mitigación del cambio climático. En cuanto a las emisiones, 
es clara su participación con la quema de combustibles utilizados para 
el manejo de la maquinaria pesada, las motobombas y en el proceso de 
separación del metal.

• Ante la sequía que afronta el país, todos estamos obligados a adoptar 
comportamientos responsables con el uso del agua, pero vemos que la 
minería sin control está utilizando irracionalmente más de 13 millones 
de m3 al año, y, lo más grave, los vierte totalmente contaminados, con 
altos índices de turbiedad, con presencia de metales pesados y de alta 
toxicidad, como el mercurio y el cianuro, acabando con las fuentes de 
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sus derechos.

• A la fecha de la presentación de este informe nos encontramos fren-
te a un panorama abrumador de vulneración de derechos: el goce de 
un ambiente sano, el equilibrio ecológico, la salud y la seguridad y sa-
lubridad públicas, generado por el desarrollo de la actividad minera SIN  
CONTROL, debido a que

 – Las autoridades competentes del seguimiento y control a las licen-
cias ambientales tienen el deber de investigar y sancionar al dueño 
del título; algunas veces se limitan a imponer multas o medidas com-
pensatorias, sin utilizar los mecanismos administrativos preventivos 
como la suspensión de actividades.

 – En algunas ocasiones la explotación minera se realiza solo bajo el 
amparo de un contrato de concesión, sin la debida licencia ambien-
tal, como ocurre con los 350 títulos fiscalizados por la ANM mencio-
nados en el capítulo de minería legal.

 – En la minería ilegal, que está por fuera del marco regulatorio minero 
y ambiental, no hay actuaciones administrativas que permitan co-
rregir la amenaza o vulneración de los derechos, situación que se ha 
complejizado en el país en las últimas décadas por la injerencia de 
los grupos armados al margen de la ley, que han convertido la mine-
ría en un asunto urgente y prioritario para resolver jurídica y social-
mente por parte del Estado colombiano, problemática que involucra 
a la ciudadanía en general, a las comunidades étnicas y mineras, a 
empresas nacionales e internacionales interesadas en utilizar el te-
rritorio que comprende el título, a las autoridades locales que no 
tienen la capacidad de controlar la explotación de minerales y a las 
autoridades nacionales que tienen que revaluar la política minera.

 – Los territorios en los que se desarrolla la minería ilegal y criminal se 
han vuelto vedados para las autoridades municipales y ambientales, 
que no pueden cumplir con su deber de control debido a los ries-
gos que implica el desplazamiento de unos pocos funcionarios a las 
zonas donde se realiza la actividad, en razón a que estas pueden es-
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tar controladas por grupos armados al margen de la ley o porque la 
presencia de las autoridades despierta rechazo de las comunidades 
que subsisten de esta actividad, generando disturbios y amenazas.

•  Otro aspecto que genera conflictividad es el relacionado con la expe-
dición de títulos mineros sobre terrenos “ocupados” por mineros que 
argumentan practicar la actividad de manera ancestral para su subsis-
tencia. A pesar de los amparos administrativos interpuestos por los titu-
lares del derecho, los “mineros” continúan ejerciendo la actividad debido 
a que los alcaldes e inspectores de policía no ejecutan las medidas de 
desalojo por la conflictividad social que se genera, por las amenazas a la 
vida e integridad de los funcionarios y, además, porque no hay alternati-
vas de subsistencia para los “ocupantes” de los títulos.

•  Los mineros han tratado de legalizar su actividad, pero los requisitos 
exigidos son prácticamente imposibles de cumplir, toda vez que en la 
mayoría de los casos el territorio ya ha sido concesionado. El fracaso de 
estos procesos se refleja en las cifras mencionadas en la reseña legal de 
este documento.

• A los mineros que subsisten de la actividad no se les ofrecen alternativas 
de sustento que les permitan cambiar de actividad garantizando la vida 
digna y sus derechos  al trabajo y  seguridad alimentaria.

• Un número grande de personas dedicadas a la actividad minera ances-
tral se siente estigmatizado por parte del Gobierno nacional cuando se 
les denomina “criminales”, clasificándolos  en el mismo nivel de un de-
lincuente. Consideran que ha sido el Estado el que durante años no ha 
dedicado ni el tiempo ni los recursos suficientes para regular la actividad 
minera a pequeña escala y de forma tradicional. Aun así, no se puede 
desconocer que estas personas, de conformidad con la normatividad 
vigente, están incursas en el delito de explotación ilícita de yacimiento 
minero y otros materiales y por consiguiente en otros tipos de conduc-
tas punibles tipificadas, como el ilícito aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables, contaminación ambiental y daños en los recursos 
naturales. 
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que pretenden el fortalecimiento de sus arcas y por ejércitos privados a 
través de una mecánica que consiste en cuantificar la extracción de oro 
y cobrar la respectiva extorsión, tanto por el metal como por el uso de 
maquinaria empleada en la actividad, obtenerlo directamente donde la 
ganancia es total, para financiar su actividad terrorista, lo que ha fomen-
tado la extracción ilegal y, en ciertos casos, el desplazamiento forzado.

• Realizar la actividad minera sin el cumplimiento de normas de higiene y 
seguridad industrial y sin la aplicación de técnicas en la excavación y re-
moción de grandes volúmenes de tierra representa un peligro inminente 
para cientos de mineros que arriesgan sus vidas diariamente, por lo cual 
están sentenciados a quedar bajo tierra, escombros y agua si no se adop-
tan acciones contundentes contra este flagelo.

• Como no existe un marco regulatorio para enfrentar el fenómeno de 
la minería ilegal, se hacen esfuerzos desarticulados que no arrojan ma-
yores resultados, lo que hace necesario crear un ente que coordine las 
acciones para enfrentar esta problemática. En los  casos  de los territo-
rios vedados para las autoridades es imperativo recobrar la soberanía 
del Estado.

• Finalmente, no se cuenta con una política eficaz que contemple dentro 
del modelo de desarrollo económico a todos los actores, que permita 
la acción directa del Estado ante las acciones que deterioren el medio 
ambiente y que ofrezca  oportunidades reales a las personas vulnerables 
que subsisten de la actividad minera.

• Los derechos vulnerados dentro de la actividad de minería sin control en 
el país son: 

Derecho a la vida

Las pérdidas humanas por la minería, de las cuales se tiene conocimiento, 
se han convertido en algo recurrente. No obstante, existe un subregistro, 
ya que muchos de los accidentes y muertes no son reportados en razón a 
que algunos mineros son foráneos, no tienen familia en la región y han ve-
nido migrando de acuerdo con la dinámica de la minería en el país. 
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Sin embargo, las muertes no son solo a causa de los accidentes, también 
se presentan por conflictos relacionados con la minería, dentro de los cua-
les se ha asesinado a muchas personas, amenazado líderes, comunidades 
y funcionarios que se atreven a denunciar. En los municipios que visitó la 
Defensoría existe un común denominador: gran parte de las comunidades 
viven con temor de ser señaladas por oponerse a que entren retroexcava-
doras y dragas a su territorio.

Derecho al trabajo

Las zonas en las cuales se desarrolla la minería sin control, en su gran ma-
yoría, cuentan con índices altos de necesidades básicas insatisfechas. Son 
comunidades que se dedican a la pesca y a la agricultura y se surten de los 
ríos para satisfacer sus requerimientos de consumo, aseo y riego. Cuando 
la minería criminal llega a las zonas, acaba con las fuentes de empleo y las 
otras actividades de sustento. Las comunidades se ven afectadas y su dere-
cho al trabajo se vulnera, debido a que ya no tienen la opción de laborar en 
la pesca o la agricultura por la contaminación de los ríos y los suelos. 

Derecho al goce de un ambiente sano

La práctica de la explotación minera, la extracción de madera y la sobreex-
plotación de los recursos naturales en el país ponen en riesgo la estabilidad 
y equilibrio de los ecosistemas, así como la pervivencia de las especies ani-
males y vegetales. La Defensoría considera que estas acciones se convier-
ten en una violación del deber constitucional de protección y conservación 
del ambiente y amenazan el derecho de todos al goce de un ambiente sano, 
que por sus características de universalidad, indivisibilidad e interdepen-
dencia, está relacionado con los derechos al equilibrio ecológico, a la salud, 
a la vida, a la seguridad alimentaria, al territorio y al derecho humano al 
agua. 

Con las actividades de la minería sin control en el país se está generando 
gran destrucción de la capa vegetal de los suelos y cauces de ríos, conta-
minación atmosférica de fuentes hídricas y pérdida de biodiversidad, entre 
otras. En ese entendido, es evidente cómo la degradación del ambiente en 
las zonas donde se desarrolla la minería sin control afecta a la población 
circundante, que en su mayoría es vulnerable, ya que tiene que permanecer 
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aire. Así mismo, la degradación del ambiente está influyendo directamente 
en la capacidad de las comunidades para subsistir por sus propios medios.

Derecho humano al agua

Tanto los ecosistemas como la vida presente y futura de las generaciones 
dependen directamente de la cantidad y la calidad de agua que hoy logre-
mos proteger y garantizar a largo plazo. El agua es un recurso finito que 
puede agotarse, es indispensable para una vida digna y condición previa 
para el goce de otros derechos humanos, como tener buena salud, disfrutar 
de una alimentación balanceada y contar con una vivienda digna. 

Con la actividad minera sin control se presenta la contaminación de fuentes 
hídricas por vertimientos de mercurio, cianuro, grasas, residuos de combus-
tibles y sólidos suspendidos que son arrojados tras la actividad de las má-
quinas en los cauces de los ríos, lo que contribuye al deterioro de la calidad 
del agua, vulnerando el derecho humano disponer de esta, por cuanto la 
mayoría de la población circundante utiliza el río como fuente de abaste-
cimiento para suplir sus necesidades básicas, y desarrollar actividades de 
sustento, como la pesca y la  agricultura, lo que ya no pueden hacer. 

Derecho a la seguridad alimentaria

Este derecho se ha visto afectado por la expansión de la actividad minera 
sin control, debido a la contaminación de suelos, el levantamiento de la 
capa orgánica básica para la agricultura, la deforestación sin control y el 
aporte de alta cantidad de sedimentos a los cuerpos de agua, colmatando 
las ciénagas y lagunas de desove de los peces. 

Aunado a lo anterior, la minería ha transformado la relación de las comuni-
dades con el suelo y con el entorno, pasando de una economía de produc-
ción autosuficiente a depender del flujo de dinero para la adquisición de 
los productos necesarios. Pasan de ser productores a jornaleros, y no todos 
tienen las mismas oportunidades para ser contratados como mano de obra.

La carencia de medios para cultivar hace que se pierda la oportunidad de 
autoabastecerse y obtener ingresos derivados de la venta de sus productos, 
dejándolos sin recursos para adquirir alimentos. 
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Derecho a la salud

Existe una alta vulnerabilidad de la población trabajadora de la minería 
sin control, definida en grandes carencias socioeconómicas, falta de edu-
cación, informalidad laboral, ausencia de afiliación al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, pensiones y riesgos laborales, así como una baja 
información sobre sus derechos a la salud.

El Sistema General de Seguridad Social en Salud desconoce particularida-
des relevantes del contexto geográfico y social de la población minera, en 
especial por la no disponibilidad de puestos y centros de salud en las zonas 
rurales, lo que reduce la consulta médica, vulnera el principio de oportuni-
dad en la atención y obstaculiza el acceso de los mineros a los servicios en 
caso de requerirlos como consecuencia de las actividades de su vida diaria 
y de la minería. No se cuenta con diagnósticos sobre la salud de los mineros 
ni de los niveles de intoxicación por exposición a mercurio, pero sí se pre-
senta una coincidencia con los síntomas asociados por la intoxicación con 
mercurio (establecidos en el instrumento diseñado por la Defensoría del 
Pueblo) y las causas por las que acuden a los centros de salud.

Algunos mineros no son conscientes del riesgo que corren con el manejo 
del mercurio, otros pretenden ocultarlo para evitar que sean retirados de la 
actividad y otros sí lo manifiestan directamente, pero no tiene otra alterna-
tiva de subsistencia.

No se debe olvidar que el mercurio es un elemento que no se degrada; a 
través del agua, peces y plantas ingeridos por los humanos se acumula en el 
cuerpo, causando grandes afectaciones a la salud. 

Derecho al territorio y a la consulta previa

El desarrollo de la minería ilegal y la titulación indiscriminada, sin tener en 
cuenta los límites de los territorios colectivos, violan los cánones constitu-
cionales y los tratados internacionales que obligan al Estado a respetar el 
derecho de las comunidades étnicas a la consulta previa. Se vulnera este 
derecho cuando el Estado adjudica títulos mineros en territorios étnicos, 
desconociendo los derechos de los grupos protegidos sobre sus territorios. 
Esto se predica no de la normatividad actual, sino del desarrollo jurispru-
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sión, exploración y explotación. Adicionalmente, cuando en los territorios 
de las comunidades étnicas se realizan actividades mineras sin control, se 
afecta la dinámica social y económica de estos grupos.





9. RECOMENDACIONES 
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9. RECOMENDACIONES

PRIMERO. Requerir al Gobierno nacional  

Que impulse la expedición de un marco regulatorio especial que permi-
ta enfrentar el flagelo de la minería ilegal. 

La creación de una instancia que lidere las acciones para erradicar la 
minería ilegal  en el país.

SEGUNDO.  Exhortar al Ministerio de Minas y Energía a que implemente 
programas de reconversión que permitan a los mineros tradicionales sub-
sistir de manera digna y lograr la garantía efectiva de sus derechos al traba-
jo y a la seguridad alimentaria. 

TERCERO. Instar al Ministerio de Defensa y Seguridad Nacional para que 
adopte acciones urgentes que permitan recuperar la soberanía del Estado 
en las grandes zonas controladas por los actores al margen de la ley donde 
se desarrollan actividades criminales de extracción que ocasionan graves 
daños al medio ambiente, a los recursos naturales y a la salud humana.

CUARTO. Apremiar al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible para 
que realice el inventario de pasivos ambientales que ha dejado la minería 
ilegal y establezca los programas y estrategias que permitan la recuperación 
ambiental.

QUINTO. Demandar de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, 
las corporaciones autónomas regionales y de desarrollo sostenible y las au-
toridades ambientales de grandes centros urbanos:

Efectivo control a las obligaciones establecidas en las licencias ambien-
tales.
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Ante el incumplimiento de las obligaciones establecidas en la licencia 
ambiental, con la debida oportunidad y celeridad, iniciar las investiga-
ciones y utilizar las herramientas establecidas en la legislación, como la 
suspensión de actividades cuando se evidencie daño o riesgo de afec-
tación al medio  ambiente.

Ante cualquier actividad de extracción de minerales por parte del con-
cesionario  del título sin el respectivo permiso ambiental, actuar de 
manera inmediata dentro del marco de su competencia y ordenar las 
medidas preventivas que la ley les otorga.

La implementación de acciones contundentes que eviten el uso irracio-
nal y la contaminación del recurso hídrico por parte de los explotadores 
ilegales de minerales.

SEXTO. Conminar a la Agencia Nacional de Minería a 

Que de conformidad con los postulados del debido proceso, inicie las 
acciones administrativas por incumplimiento de las obligaciones deriva-
das del contrato de concesión y, de ser procedente, se declare la cadu-
cidad de los 350 contratos de concesión  que se encuentran explotando 
sin la debida licencia ambiental. 

Que termine el estudio de las solicitudes de legalización que se encuen-
tran en trámite y adopte las decisiones administrativas respectivas, con 
el objeto de que se detenga la situación de riesgo en la que se encuen-
tran los trabajadores por falta de cumplimiento de normas de higiene y 
seguridad minera e inadecuadas técnicas de extracción, así como evitar  
que se siga causando el grave deterioro a los recursos naturales y el 
medio ambiente.

Que se abstenga de decretar zonas o bloques de explotación minera o 
expedir títulos sin tener en cuenta los territorios de comunidades étni-
cas y los planes de ordenamiento territorial establecidos por las autori-
dades municipales.

SÉPTIMO. Solicitar a los consejos departamentales, distritales y municipa-
les de gestión del riesgo de desastres que realicen los estudios para identi-
ficar los escenarios de riesgo ante las futuras inundaciones y remoción en 
masa ocasionados por los efectos del cambio climático en las zonas donde 



se realiza la minería sin control y sus alrededores. Así mismo, que se im-
plementen las acciones que permitan reducir la amenaza a la que están 
expuestas las comunidades a causa de la actividad minera sin control. 
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